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* SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 30 minutos) 
Al final de la ultima sesión de la Comisión se estaba 
considerando el artículo 256, que se refiere al tema de declaración de 


la inconstitucionalidad de las leyes. Al respecto, el señor senador 


Korzeniak había manifestado algunas dudas y había sugerido que en caso. 


de votarse esa disposición, la misma tuviera un gesto más terminante o 
general. 

En lo que tiene que ver con este artículo no se adoptó resolución 
y se expresó que era conveniente volver a meditar sobre el punto. 

Por lo tanto, la Presidencia vuelve a ponerlo en consideración. 
SEÑOR KORZENIAK.- Quisiera expresar que por un prurito teórico no 
comparto la rodificación que se hace al artículo 256. 

La tesis que anta establecida en este artículo --aún cuando 
habíamos señalado en la sesión pasada que no tiene la LEER 
drasticidad-- apunta a que para que. se despliqe una ley es indispensable 
que la Suprema Corte de Justicia declare la inconstitucionalidad, ses 
una ley anterior o posterior. Esto. es lo que el artículo quiere 
establecer con este texto, según habíamos coiñcidido todos. 

"Este problema, a la luz de la Constitución actual y a la del 


principio de supremacía de la Constitución --principio cardinal junto 


con el de la separación de Poderes-- había determinado. que en la 
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historia de la Cátedra de Derecho foneblibuelonal, desde 21 maestro 
Justino Jiménez de Aréchaga en adelante, existía una coincidencia 
unánime en que cuando las leyes son anteriores, sl la 
inconstitucionalidad --no ya notoria-- es una contradicción reconocible 
con lá Constitución, no era necesario que la Suprema Corte de Justicia 
la declarara. Quien habla se expresó más de una vez en hse sentido, 
de manera que no me resulta cómodo inclinarme por la oryra tesis, que es 
la que sin duda está establecida y es la que predomina er la Suprema 
Corte de Justicia. 

Es por estas razones que preferiría que el >. a se dejara tal como 
está y que los jueces o la Suprema Corte de Justifía lo resolvieran en 
cada- caso. En este momento se trata de proteger el principio de la 
seguridad, tema que no me “provoca “demasiado "drama" --para decirlo en 
términos teatrales-“- pero a pesar de ello preferiría que el artículo 


a E 
256 se dejara sin resolver. la 
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- (Se suspende momentáneamente la sesión) 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Se reinicia la sesión después de este pequeño cuarto 
intermedio. 
SEÑOR KORZENIAK.- Si es cierta la premisa anterior, en el sentido de 
que el artículo pretende solucionar la controversia en uno de los 
aspectos --creo que esa era la intención--, en la medida en que opta 
. por una de las. posibilidades en un tema tan controvertido en el 
Uruguay, preferiría que éste quedara tal como está. En caso de que se 
optara por esta solución, habría que prever normas transitorias de aquí 
para el futuro, porque no estaría bien que se resolviera esta vieja 
controversia por medio de la Constitución. Desde mi punto de vista, se 
debería expresur concretamente qué es lo que queremos y buscar alguna 
disposición transitoria que estableciera que esta solución se aplicará 
de aquí en adelante. 
Personalmente, ante tan complejo problema, preferiría que el 
artículo 256 no se modificara. 
SEÑOR BLANCO.- ¿No se podría invocar la acción de amparo, ya que se 
trata de una omisión que le impide ejercer los derechos? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Sin perjuicio de reconocer que es un bola opinable, 
la Presidencia estima que resolver ahora en la Constitución sl 
argumento central que ha esbozado el señor senador Korzeniak --y desdé 
algún punto de vista le puede asistir razón--, en el sentido de que se 
trata de una vieja polémica sobre un punto de difícil solución teórica 
“O doctrinal, puede ser riesgoso, ya que habría que inclinarse por una 


de las dos tesis. Precisamente, la Presidencia considera que la manera 


de resolver el problema en un sentido o en otro, es que la Constitución. 


exprese Claramente cuál es la tesis correcta. Entonces, aunque haya 
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argumentos a favor o en contra de una u otra, desde el nomento en que 
la Carta Magna dice cuál es la solución, se termina la discusión. Esto 
es así, si el texto de la misma es lo suficientemente claro y 
categórico. Quizás el que está actualmente redactado, a pesar de que su 
intención es inequívoca, no lo exprese correctamente, como bien decía 
el señor déñador Korzeniak. 

¿Cuál es la consecuencia práctica de no adoptar este texto? La 
Suprema Corte de Justicia, en su integración actual, cuando una ley 
colide con la Constitución de la República, pero es anterior a la 
misma, no la declara inconstitucional. Por lo tanto, un Juez puede 
declararla incastiticiaml, Merece face lo amtrario, es dcir . que en un caso 
la ley rige y en. otro no.“ En consecuencia, esta es una solución 
profundamente inconveniente y como expresaba el señor senador, atenta 
contra la seguridad jurídica, Posteriormente, puede ocurrir que la 
Suprema Corte de Justicia cambie de integración, o que uno de sus 
miembros modifique su criterioyy se declare “ nuevamente la 
inconstitucionalidad de la ley, sín permitir la actuación de la 
Justicia ordinaria o'de los Jueces de otra categoría, mientras que el 
. Tribunal de lo Contencioso Administrativo sustenta la tesis contraria. 
Evidentemente, este no parece un criterio razonable. La Presidencia 
entiende que la Justicia debe tener una posición ónica al respecto y 
entre deber es suprimir la ambigiiedad de la Constitución et este 


tema, que impide tomar un camino determinado. 
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Por otra parte, si se reforma la Constitución, desde el momento en 
que se sancione, no habrá leyes posteriores a ella. Entonces, todas las 
leyes inconstitucionales, por ser anteriores a la Constitución, si se 
mantiene la actual jurisprudencia de la Corte, tendrían que ser 
declaradas tales o desaplicadas por los jueces en cada uno de los 
litigios sometidos a su consideración, en los cuales se plantearen 
cuestiones de inconstitucionalidad. La competencia de la Corte en esta 
materia quedaría vacía de contenido, porque no habría leyes 
inconstitucionales, sino derogadas por la Constitución. Sóio cuando en 
el futuro, luego de años, se hubieren dictado, por ejemplo, dos mil 


nuevas leyes, respecto de ellas la Corte podría ejercitar esta 


competencia; pero con relación a las dieciséis mil leyes anteriores, en 


las cuales el supuesto de inconstitucionalidad estaría derogado, la 
Corte habría perdido la competencia. Elio no ocurría cuando la Corte 
sostenía la otra tesis pero, desde que sostiene la,actual, de hecho, al 
sancionarse una nueva Constitución no hay ninguna ley inconstitucional. 
Las normas que coliden con la Constitución serán derogadas por ella. 
Esa derogación podrá ser declarada por cualquier juez y, por supuesto, 
también por la Suprema Corte de Justicia, por ejemplo, en hipótesis de 


casación. 


SEÑOR RICALDONI.- Pienso que con esta tesis se plantea una dificultad . 


adicional. 

Las leyes dictadas después de la entrada en vigencia de un 
determinado texto constitucional, de acuerdo con esta tesis, podrían 
ser declaradas inconstitucionales. Pero, ¿qué pasaría? Como la 


declaración de inconstitucionalidad se refiere solamente al marco de 
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aquellos que plantean la inconstitucionalidad --es decir, la ley es 
inconstitucional para aquellos que obtienen la sentencia y no para el 
resto de los ciudadanos sometidos a ella--, cuando entre en vigencia 
una segunda Constitución, habría personas que frente a una misma lay se 
encontrarían, en un caso, ante la derogación y, en otro, ante la 
inconstitucionalidad. Habría ciudadanos para los cuales la Ley 
N2* 16.243 sería inconstitucional, en tanto para otros --en caso de que 
se apruebe una Constitución posterior--, simplemente, estaría derogada, 
con las consecuencias jurídicas y prácticas que no es necesario 
detallar. 

SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: es evidente que estamos ante un 
problema de dificultades teóricas muy grandes, y que tiene que ver con 
la naturaleza de la relación entre una ley y la Constitución, con la 
naturaleza de la sentencia de la Corte, es decir, si es declarativa o 
constitutiva, o el efecto que tiene, ya sea para el caso concreto o 


para el general. Yo me refiero a ese_cúmulo de problemas que ha 


planteado este tema y que ha dado, en matería de efectos, dos 


“soluciones que; en definitiva, oscilan entre quienes prestan más 
atención a dos principios que son coordinables: algunos ponen mayor 
énfasis en la separación de Poderes --lo cual lleva a la sOLuciÓn que 
proponemos en el caso concreto-- y otros le prestan más atención al 
principio de la supremacía de la Constitución, que conduce a los 
efectos generales o derogatorios de aquélla sobre la ley. Esto no 
significa que sean dos cosas incompatibles. 
Reitero que el énfasis en uno u otro de estos principios Lleva a 
los dos grandes sistemas: efectos generales de la derogación o de la 


' declaración de inconstitucionalidad. 


1 

Simplemente, quisiera aclarar que mi resistencia a aprobar un 

artículo como éste no deviene solamente de que gracias a la 
Constitución estaríamos solucionando una vieja polémica doctrinaria, 
sino que, en realidad, surge debido a que, en relación con dicha 
polémica doctrinaria --lo digo con modestia-- siempre hemos estado 
afiliados a la otra tesis y no a la que figura en este artículo. Ese es 
el motivo por el cual tengo reservas en aprobar esta disposición y no 
porque la Constitución resuelva us probllens, 
SEÑOR PRESIDENTE.- En relación a su aclaración, debo indicar que no 
acierto a entender bien la razón de su reserva o molestia en aceptar la 
tesis. Confieso que en el plano teórico he sido partidario de lo que el 
señor senador ha denominado "la otra tesis", es decir, la que, según 
creo, se inauguró con us ppal del doctor Macedo actuando como 
Ministro de la Suprema. Corte de Justicia, que siempre ha acompañado 
Cassinelli Muñoz y, parcialmente, sostenía el doctor Justino Jiménez, de 
Aréchaga. Entonces, no se " trata de una hipótesis de 
inconstitucionalidad, sino de derogación. 

Creo que, en teoría, esa es la solución correcta en la 
Constitución actual, Pero, a mi juicio, es mty inconveniente para la 
seguridad jurídica. Hasta que la Suprema Corte de Justicia cambió su 
jurisprudencia en materia de inconstitucionalidad, en general, teníamos 
jurisprudencias uniformes, si bien alguna vez, al variar su 
integración, ha cambiado su criterio sbea de constitucionalidad o 
inconstitucionalidad de una ley. 

Sin apearme de lo que considero la tesis más exacta desde"el punto 

de vista jurídico frente al texto de la Constitución vigente, sugiero 


modificarlo por razones de conveniencia y de seguridad jurídica, a fin 
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de que sea sólo la Suprema Corte de Justicia la que diga cuándo una ley 
debe aplicarse o no por colidir con la Constitución. 
SEÑOR KORZENIAK.- Comprendo la aclaración que ha hecho el señor 
Presidente, pero todos debemos reconocer que en la complejidad de esta 
problema no solamente hay una interpretación derivada de lo que es el 
texto actual --y, en caso de cambiarlo, podríamos modificar la 
posición--, sino que también surge de una serie de convicciones acerca 
de lo que es mejor en esta materia, tratándose de un tema tan técnico. 
Deseo recrear que las dos posiciones que señalaba el señor 
Presidente sobre las leyes anteriores --es decir, si eran derogadas o 
si debían ser declaradas inconstitucionales para que se dejaran de 
aplicar--, en cierta manera son el reflejo, no diría simplificado, sino 
el más conocido del asunto. Como sabemos, este punto ya fue enriquecido 
hace aproximadamente veinte años. En esta cuestión, deben distinguirse 
dos temas distintos. Uno de ellos es si una lay entra en contradicción 
con una Constitución posterior, que es lo que el doctor Cassinelli 
Muñoz, en su artículo, llama la contradicción superveniente. Una 
posición sostiene que para que esa ley no se aplique hay que declararla 
inconstitucional o está derogada, es decir, que ya no existe. Según la 
otra postura, hay que declararla inconstitucional; esta es la tesis que 
conduce a que sólo la Suprema Corte de Justicia pueda hacerlo. 
Asimismo, existe una tercera posición que ha sido muy trabajada en la 
dOSELIRA italiana --y que es mencionada por el doctor Cassinelli Muñoz 
en su artículo--, por la cual podría establecerse esa especie de 
monopolio del examen de si la ley es inconstitucional o no con algún 
efecto. Se podría decir --sería una solución que no ne disgustaría 


teóricamente-- que para que se desaplique una ley, es indispensable un 
pronunciamiento de la Suprema Corte de Justicia, sea anterior o 


posterior. 


se. 
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Sin embargo, cuando el pronunciamiento que realice la Suprema Corte de 
Justicia recaiga sobre una ley anterior, para el caso concreto los 
efectos no son sino derogatorios. Esta es la posición teórica que me 
parece más correcta y estoy dispuesto a votarla, 

SEÑOR RICALDONI.- Señor Presidente: además de lo expresado, percibo 
otro problema. 

Sin entrar a discutir quién tiene razón, si quienes sostienen la 
derogación "O. quienes fundamentan la inconstitucionalidad, de 
argumentarse que en ciertos casos hay derogación, habría que 
preguntarse hasta qué punto es válido el pronunciamiento de la Suprema 
Corte de Susticia porque, de acuerdo con la Constitución de la 
República, ella está habilitada sólo para declarar la 
inconstitucionalidad. Si se sostiene que hay derogación, el 


pronunciamiento de la Suprema Corte de Justicia excede, en primer 


lugar, sus propias competencias y, en segundo término, me pregunto por - 


qué dicho pronunciamiento no puede ser desconocido por otro juez, 
puesto que no se trata de una inconstitucionalidad, sino de una 
derogación. El tema es muy complicado y esta redacción que se propone 
deja de lado este aspecto que he referido. Aclaro que no estoy 
inclinándome por una u otra solución, Porque comprendo la motivación 
subyacente. 3 

Reitero lo que expresé en mi intervención anterior: para quienes 


obtuvieron una declaración de inconstitucionalidad respecto de 


determinada ley, los efectos jurídicos son distintos que los que operan : 


de pleno derecho cuando una nueva Constitución la regula. Este tema no 


está solucionado en la Constitución vigente, y considero que es muy 
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importante. 

Repito que no creo que se pueda decir que la Suprema Corte de 
Justicia está habilitada para declarar que una ley está derogada. 
SEÑOR PRESIDENTE .- Per: si lo dice la Constitución ... 

SEÑOR RICALDONI.- Por eso estoy defendiendo la necesidad de un texto 
que tenga en consideración estas situaciones. De acuerdo con la actual 
Constitución, la tesis desarrollada por la Suprema Corte de Justicia 
significa que ésta se considera capacitada y con competencia para decir 
que una ley está derogada. Sin embargo, la Suprema Corte de Justicia no 
puede hacer eso; quien puede hacerlo es un juez. 

SEÑOR BLANCO.- En cuanto a lo que se ha mencionado recientemente sobre 
cómo intervendría la Suprema Corte de Justicia en el caso de la 
derogación, dentro de mis limitados conocimientos creo que eso se 
resolvería mediante el recurso de casación. Cuando deba discutirse la 
aplicabilidad de una ley derogada por la Constitución, la parte que 
entendiera que está derogada, basándose en razones de ilegalidad del 


fallo --si la sentencia del juez le resultara desfavorable-- podría 


acudir a la Suprema Corte de Justicia por” la vía de la casación, 
instancia en la que se lograría la uniformidad jurisprudencial deseada. 
SEÑOR SANTORO.- Aclaro que no voy a apelar a doctrina alguna ni a citar 
a ningún autor. 

Estimo que la modificación que contiene esta disposición presenta 
la enorme dificultad de darle poderen políticos a la Suprema Corte de 
Justicia en un momento en que no resulta conveniente hacerlo dada la 
conocida preocupación que ella ha manifestado por lograr desempeñar,, a 
nivel de nuestra institucionalidad, un papel superior al que realmente 


le corresponde cumplir, según la Constitución de la República. 
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Posibilitar que la Suprema Corte de Justicia proceda a declarar la 
inconstitucionalidad, tanto de leyes anteriores como poste“iores a la 
Constitución, significaría generar, en el caso de las leyes anteriores, 
una evidente inseguridad jurídica, lo que no nos parece conveniente. 
Por tanto, de tener que expedirnos. lo haríamos en forma muy 
concreta en el seatido de que, si la disposición se va a modificar, ea 
derogue estableciendo que solamente . pueden . ser dectáradas 
inconstitucionales las leyes posteriores a la presente COMEÍCusiO es 
las anteriores. La disposición constitucional actual no dice nada; sólo 
indica que es posible declarar inconstitucional una norma por razones 
de fondo o de contenido, tarea que se le compete a la Suprema Corte de 
Justicia. Sabemos que. con respecto a este tema existen distintas 
posiciones de orden jurídico. Asimismo, la Corte ha cambiado la 
jurisprudencia generando Situaciones que crean problemas conflictivos. 
Pero, más allá de eso, nosotros concretamente queremos decir que tal 
como viene propuesta la disposición implica darle a la Suprema Corte de 
Justicia poderes que no estamos dispuestos a otorgarle. Si existiera 
voluntad para modificar la disposición constitucional a los efectos de 
hacerla más clara y precisa, admitiríamos que se dijera en forma 
expresa que solamente podrán ser declaradas inconstitucionales las 
leyes posteriores al texto constitucional. Las anteriores están 
derogadas por la Constitución, aunque la derogación deba ser declarada 
por los jueces. Obsérvese que en nuestro país la Constitución está 
siendo modificada en un lapso bastante corto y, naturalmente, si además 
de los cambios que permanentemente.se vienen realizando le agregamos' 
los ajustes que necesariamente se deben efectuar para cada texto 


constitucional, las interpretaciones pertinentes en- torno a su 
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aplicación, el estudio de las cátedras competentes y la jurisprudencia 
que a su vez amerita, vemos que finalmente las d:soposiciones 
constitucionales no derivan meramente de la aplicación establecida 
mediante un plebiscito. 3i a todo ello le agregamos normas como ésta, 
evidentemente estaremos generando una situación de inestabilidad desde 
el punto de vista jurídico que no consideramos conveniente. 

En cuanto a quién establece la derogación, elia se puede alegar 
por cualquiera que tenga interés en un asunto y será diclerada por el 
Juzgado correspondiente, con posibilidad de llegar a poner en marcha el 
recurso de casación. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de poner a votación el artículo, la 
Presidencia desea manifestar que si se adoptare este texto, en realidad 
no. se estaría innovando sobre lo que ha sido la posición tradicional 
de la Suprema Corte de Justicia y la aplicación práctica del artículo 


256 de la Constitución de la República. Cuando una norma colide con lá 


lo 


Constitución y es anterior, los jueces elevan, de oficio, el expediente 
a la Corte y, sí por vía de excepción se plantea la 
inconstitucionalidad de esa ley derogada, la Suprema Corte de Justicia 
declara que «lla es inconstitucional o que no lo es. Eso jamás ha 
generado inseguridad jurídica y sí ha logrado la uniformización de la 
jurisprudencia respecto a si una ley se aplica o ño en el caso 
concreto, habiendo sido dictada antes que una Constitución que colide 
con su contenido. 

De todos modos, como entendemos que el tema es polémico, no vamos 
a hacer cuestión al respecto. Simplemente pondremos a votación el 
artículo y, si obtiene mayoría, se mantendrá en el texto, o de lo 


contrario se quitará. 
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SEÑOR KORZENIAK.- Acepto lo que acaba e expresar el señor Presidente; 
no estamos frente a un artículo que vaya a generar un gras problema. 
Pero, en realidad, el texto de este artículo una vez aprobado podría 
motivar que a alguien se le ocurriera empezar a revisar dead de 
leyes que por sentido común nadie ha intentado tildar de 


inconstitucionales. 
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Inclusive, en materia electoral hay leyes que a pesar de ser 
anteriores a la actual Constitución, nunca han sido de..madas por 
otras. A nadie se le ha ocurrido, por ejemplo, que para no aplicar una 
ley electoral de 1910 haya que declararla inconstitucional, puesty que 
es notorio que está en contradicción con la Constitución posterior. 
Para aclarar el ejemplo -- adelanto que hay muchos más yravos -- 
supongamos “que hubiera una ley qu ” regulara la 
distribución de bancas - de una sola Cámara durante un período en que 
el Poder Legislativo estuviera compuesto no por dos Cámaras. Si 
posteriormente “se aprueba una Constitución que establece el sistema 
bicameral, ¿acaso. a alguien se le va a ocurrir que hay que ir a la 
Suprema Corte de Justicia para declarar la inconstitucionalidad de la 
ley que hablaba de una sola Cámara? Evidentemente, ello no va a 
ocurrir. De este tipo, hay cientos de leyes, Inclusive, recuerdo que 
en una ocasión, uno de los Ministros de la Suprema Corte que discrepaba 
con la opinión O la mayoría, hizo una enumeración de la gran 
cantidad de casos que existían. 
Entonces, lo que puede suceder con un texto de este tipo es que a 
alguien se le ocurra buscar una ley de 1832 que nunca fue derogada 
expresamente por otra ley y diga que, aunque sea anterior a la 
Constitución, es necesario declararla inconstitucional para que no se 
aplique. Hay una gran cantidad de leyes sobre patronatos y bulas 
pontificias que nunca fueron derogadas. ¿Por qué? Porque en 1918, una 
—disposición de la Constitución dijo que se. separaba la iglesia del 


Estado. ) 
Esta es, digamos,la precaución práctica que planteé al principio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
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artículo 256. 
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(Se vota:) 


5 en 11. Negativa 


Léase el artículo 312. 


(Se lee:) 


it 
Artícuto 312.- La neción de reparación 


de los daños causados por los actos 


administrativos a que refiere el 
“rtículo 309 solo podrá ejercllarse por 
sojenes Lluvicren Jegitimación activa: para 
demandar la anutación del “acto de que se 
tralire y se interpondrá ante la justicia 
osdiuaria, : j 

Elo actor podrá optar entre pedir la 
anulación del acto o Ja reparación del daño 
por éste causado. 

En el primer caso y si obluviere una 


<sentencia avulatoria, podrá Juego demandar 


la reparación ante la sede correspondiente. 


Pa podrá, en cambio, pedir Ja auylación si. 


hubiere optado primero por la acción 
veparatoria, cualquiera fuere el contenido 
de la sentencia respectiva. Si la sentencia 
delo Tribunal fuere confirmatovin, pero se 
declacara suficientemente justificada la 
<ausal de nulidad invocada, [artículo 310), 
también pedrádemandarse la reparación. tt , 


%. 
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En consideración. 

Según he tenido oportunidad de explicar anteriormente, -. este 
artículo elimina el "=quisito de la prejudicialidad de la acción 
anulatoria tespecto de la reparatoria. En la actualidad 
y desde la Constitución de 1952, según la tesis abrumadoramente 
mayoritaria, no se puede pedir reparación de un acto ilegal dictado 
por un órgano estatal, si antes no se logra la anulación del acto en 
el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Hay infinidad de ejemplos 
prácticos que abonan la inconveniencia de este sistema. Por otra parte, 
es un asunto del cual ya hemos hablado muchas veces. Entonces, dado 
que es por demás conocido por todos los presentes, no me voy a extender 
en otrás consideraciones. 

SEÑOR RICALDONI.- Estoy de acuerdo con este artículo. Creo que es uno 
de los verdaderos progresos que en la materia se pueden hacer, entre 
"otras cosas, porque favorece directamente a los administrados f 

No me cabe ninguna duda de ello, simplemente digo que lo voy a 
acompañar con end voto. << 

SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia sugiere una pequeña modificación de 
redacción en el primer inciso. Concretamente, se trata de que la 
referencia a la interposición ante la justicia ordinaria se incluya 
Primero que la determinación de quienes tienen legitimación activa. 
Así, el texto diría:"La acción de reparación de los daños causados por 
los actos administrativos a que refiere el artículo 309, se interpondrá 
ante la justicia ordinaria y sólo podrá ejercitarse por quienes 
tuvieren legitimación activa para demandar la anulación del acto de 


que se tratare." Si bien el contenido es exactamente el mismo, creo que 
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de este modo se mejora la claridad de la redacción. 
SEÑOR BLANCO.- Creo recordar que hay una disposición constitucional 
que permite a la ley atribuirle al Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo la facultad de asumír el contencioso de reparacion. 
Entonces, si optamos por el texto prepuesto por el señor Presidente, 
estaríamos derogando la otra norma. Personalmente, no soy partidario de 
hacerlo, no porque en este momento me esté pronunciando por una 
solución u otra --inclusive, el texto propuesto es pasible de esta 
misma observación--, sino porque no estoy de acuerdo con que la norma 
constitucional se transforme en una especie de instrumento para la 
regulación de todo el procedimiento administrativo, del contencioso y 
jurisdiccional, que normalmente no figura en las Constituciones. En 
cambio, sí me parecen adecuados los principios generales que se han 
establecido respecto a ellos. 
No discrepo con la solución de fondo que contiene este artículo; 
pero me gustaría que esta norma, al igual que otras, tuviera la 
posibilidad de que la ley, en función de la práctica y de los 
resultados que puedan experimentarse con un sistema que cambia 
radicalmente la forma actual, estableciera eventualmente las 
modificaciones. De aprobarse esta disposición, una de sus consecuencias 
sería la posibilidad de que existieran fallos contradictorios de la 
sede donde se instauró la acción reparatoria con los que pudieran 
dictarse en la del contencioso anulatorio, Esta es una solución que en 
su momento admitimos en un proyecto que auspició el señor senador 
Ricaldoni respecto a las acciones penales y civiles. No obstante, 
creemos que la situación no es la misma, porque nos parece que la 


diferencia entre la materia penal y la civil es otra. Por otra parte, 


A 
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de acuerdo con la doctrina que en el plano personal compartimos, es 
posible la existencia de ilícitos civiles que no lo son en el fuero 
penal. En consecuencia. esta diferencia de apreciación del ilícito que 
hace que en la sede ci: -. pueda ser tildada como tal una conducta que 
no lo es en la órbita penal, nos lleva a decir que parece razonable 
admitir que los fallos puedan tener un contenido diferente, puesto que 
también son distintos los círculos que abarcan una y otra materias. 

Esto no es así en el caso que nos ocupa, donde obviamente el acto 
administrativo es el mismo, y también su posible ilegalidad. Por lo 
tanto, un juez, digamos, de la justicia ordinaria podría fallar en 
base a una apreciación de esa relación del acto administrativo con la 
ley, dando la compensación o negándola, en tanto que el Contencioso 
Administrativo podría estar haciendo lo contrario al apreciar el acto 
en función del contencioso anulatorio. 

Estos son los reparos que inicialmente nos merece el artículo; 
pero, fundamentalmente, nuestra intervención tenía por objeto sugerir 
a los señores senadores la no derogación de una norma que permite 
eventualmente, en una reestructuración o reorganisación de la 
estructura, asignar estas funciones al Contencioso Administrativo. Es 
más; todos sabemos que una de las cosas necesarias para el 
Contencioso Administrativo es desarrollar el precepto constitucional 
que habilita a establecer magistraturas de grado inferior. Esta 
medida descongestionaría la labor de este órgano jurisdiccional, que 


hoy día emite más sentencias que la propia Suprema Corte de Justicia. 


Por último, y como tesis general, soy partidario de que si. 


inevitablemente este tipo de normas llegaran a adquirir rango 


constitucional, por io menos, tengan una vía de escape para ser 
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modificadas por la ley si la práctica posterior muestra la 
inconveniencia de la solución que hemos consagrado en el texto 
constitucional. 

Es cuanto deseaba señalar. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Deseo hacer una aclaración respecto a lo expresado 
por el señor senador Blanco. 

Es exacto, como él lo ha señalado, que involuntariamente con 
este texto se estaba derogando la parte final del srticuio 243, que 
actualmente dice:" La ley, por tres quintos de votos del total de 
componentes de cada Cámara, podrá ampliar la competencia del Tribunal, 
atribuyéndole conocimiento del contencioso de reparación." 


La Presidencia cree, al igual que el señor senador Blanco, que no 


hay inconveniente en mantener esta posibilidad de que la ley agregue a 


la competencia anulatoria del tribunal, la competencia en materia 


» 


reparatoria. 
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Evidentemente, esto no colide con la solución que se adopta en el texto 
que se pondrá a votación. 

En cuanto a La posibilidad de que haya jurisprudencia 
contradictoria, ¡a Presiaencia desea expresar que la misma ya existe, 
cuando en los artículos 310 y 312 se admite la posibilidad de que el 
Tribunal, sin anular el acto, reserve a la parte demandante la acción 
reparatoria si tres votos. conformes declaran suficientemente 
justificada la causal de nulidad invocada. En consecuencia, queda 
claro, que ya en el texto constitucional puede haber una sentencia que 
no haga lugar a la anulación, considerando legítimo el acto y luego, en 
la vía reparatoria, ante la justicia ordinaria, se considere que hay 
lugar a la reparación porque el acto era contrario a derecho. 

SEÑOR KORZENIAK.- Personalmente, sugeriría que donde dice "demandar la 
anulación del acto de que se tratare y se interpondrá ante la justicia 
ordinaria." se expresara: ty se ejercitará ante la jurisdicción que 


establezca la ley". 


Actualmente, la ley establece esa jurisdicción, siendo el Juzgado 
Letrado de lo Civil o el de lo Contencioso Administrativo, según los 
casos. Asimismo, entiendo que con esta corrección desaparecería la duda 
acerca de si estuviéramos derogando la posibilidad de que la ley 5 
también le asignara al Tribunal de lo Contencioso Administrativo o a 
órganos inferiores, contencioso de reparación. | . 

Por último, estimo que deberíamos cambiar el verbo "interpondrá" 
por "ejercitará" dado que estamos hablando de una acción y no de un 
recurso.De todas maneras, se trata de una observación meramente 


gramatical. 


a. 
hi 
SEÑOR PRESIDNIE.- Lo que sucede, señor senador, es que en la misma 
frase se di: "ejorcitarse" y no parecía correcto que se reiterara el 
verbo. 
En cons cuencia, en el primer inciso se cambiará la expresión "se 
interpondrá ¿nte la justicia ordinaria" por "se interpondrá ante la 
jurisdicción que determine la ley”. 


= 


Si no "hace uso de la palabra, se va a votar el artículo, 312. 
(Se vota:) 
10 e» 1l. Afirmativa. 


Léase «1 artículo 319. 


Artículo 319.- La acción de nulidad 


arte el Yeibunal der lo Contencioso 

Administrativo, no podrá ejercitarse si 

anios no se ha ngpatado la vía 

administrativa, mediante los TCOCUrsoSs 

ceostrespondientes. : ] , 
Yo obstante, la ley podrá suprimict este : 

reanisito. En Lal caso, la acción de nulidad Ex> 

procederá aunque el pacto adminjistentivo no E 


seo definitivo. 

ul apolemicuatlo previo de lan vía 
aduinisteativa no. será necesario para 
priemoveos la acción reparatoria, 

la ncción de nulidad doberá 
¡vterponerse, so penua de caducidad, dentro 
de tos térmiuos que en cada caso delermine 


la tey. , E 
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En consideració 

SEÑOR BLANCO.- Concuerdo con la solución proyectada en el artículo 319 
en cuanto a que esta materia refiere a la. posibilidad de que la ley la 
modifique. A mi juicio, ello va en el sentido que: he tratado de 
auspiciar con respecto a determinadas normas, sin ir más lejos con la 
que se votó anteriormente. | 

No obstante lo expuesto, deseo señalar mi discrepancia con el 
párrafo 3% ya que por norma constitucional --es decir que no está 
sujeta a modi ficación por la ley-- se establece que el agotamiento de 


la vía administrativa no será necesario para promover la acción 


4d 


ES 
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reparatoria. En consecuencia, de aprobarse esta norma se instrumentaría 


un régimen que tendría --y le pido al señor Presidente que mes: 


rectifique si me equivoco-- las siguientes características. El 
administrado o el interesado puede presentar ante el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo acción de nulidad a los efectos de lograr la 
anulación del acto administrativo impugando y la ley podrá requerir -- 
como requisito previo para ejercer esta acción-- el agotamiento de la 
vía administrativa previo o no, en tanto que paralelamente podrá 
también, en forma independiente, iniciar una acción raparatorla para lo 
cual no raid el agotamiento previo de la vía administrativa. 
Incluso, esta última solución no podrá ser modificada por la ley. 

Personalmente entiendo que se trata de una solución inconveniente 
en virtud, de que puede suceder que se plantee la acción de reparación 
ante la justicia correspondiente que la ley fije y estar en trámite 
todavía la posibilidad de realizar el acto administrativo impugnado en 
el seno de la Administración. En tal caso, esta última podría llegar a 
ser condenada al pago de una reparación aún cuando no hubieran 
transcurrido ciertos plazos razonables para que el “acto pudiera ser 
subsanado si es que ha sido objetado de legalidad. 

Por último, si bien en términos generales estoy de acuerdo con 
este artículo voy a solicitar que se vote por incisos ya que no 
comparto el tercer párrafo. 

SEÑOR RICALDONI.- Estoy de acuerdo con es texto pero tengo_una duda con 
respecto al inciso segundo. Allí se establace que, "En tal caso, la acción de 
nulidad procederá aunque el acto administrativo no sea definitivo". 

Entiendo que puede no haberse agotado la vía administrativa y al 


mismo tiempo puede haber un acto administrativo que no sea definitivo. 
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SEÑOR KORZENIAK.- Es explicativo, señor senador. 
SEÑOR RICALDONI.- Personalmente no lo entiendo así porque no es 
lo mismo decir que no hay agotamiento de la vía administrativa, que 
expresar que hay un acto administrativo no definitivo. Un acto 
administrativo de una autoridad que está sometida a jerarquía dentro de 
la Administración no es definitivo y, sin embargo, podría entenderse que 
ello quiere decir exáctamente lo mismo que el inciso primero, 


Por lo tanto, creo que si en el inciso 2% solamente se dijera lo 


que establece la segunda frase, sería más claro. Reitero, hay actos que 


no son definitivos porque todavía son recurribles dentro de la 
Administración; aquí estamos hablando de otra cosa, que refiere al no 
agotamiento de la vía sdminiaepptlve, 

SEÑOR KORZENIAK.- Debo señalar que, en general, compartimos este 
artículo. 

En el inciso segundo, nos parece que tratándose de SUPEITILE un 
requisito que en SELRETHLA está en la Constitución, habría que exigir 
que se tratare de una ley spromuda por la mayoría absoluta de votos del 
total de componentes, sin llegar a las mayorías calificadas. Lo que se 
expresa a continuación, teniendo en cuenta el lenguaje peculiar del 
Derecho Administrativo uruguayo, a mi entender es explicativo porque en 
nuestro país se le llama acto definitivo rl acto contra el cual se 
han agotado “correctamente los recursos administraativos de manera 
frustrada, es decir, que la persona interpuso todos los recursos y no 
le dieron la razón. Esto figura en el artículo 319. En esta 
disposición, se dice que se puede suprimir el requisito de agotar los 
recursos y, por lo tanto, la acción de nulidad en ese caso procederá 


aunque el acto no sea definitivo. 


AS 


Ye 
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SEÑOR BATALLA.- Dentro de la misma línea de pensamiento que señalaba el 
señor senador Korzeniak, quiero decir que también estoy de acuerdo con 
la idea general de este artículo. De todos modos, y en la medida en que 
ya está establecido en la Constitución que el agotamiento de la vía 
administrativa no es preceptivo en los casos de una acción reparatoria, 
no sé si no estaríamos abriendo una acción reparatoria ante la 
decisión de un jefe, sin ninguna posibilidad de revisión a través de la 
Administración. Quizá estemos dando lugar a muchas posibilidades de 
acción, no sólo con respecto a actos administrativos no definitivos, 
sino contra actos que pueden ser rápidamente modificados a través de 
una decisión de la propia Administración, por vía jerárquica. Si así 
fuera, no estaríamos resolviendo el tema a través de la ley, sino por 
medio de la Constitución; en una palabra, estamos eliminando un 
requisito imprescindible para la acción reparátoria. Pienso que de 
repente podemos crear la eventualidad de una acción reparatoria sobre 


la base de la decisión de un jefe, incitando a una enorme cantidad de 


contenciosos a nivel judicial, fuera del ámbito de la Administración. 


3 Ea ROTA 


Por todas estas razones, no creo que este sea un buen mecanismo de 


nm 
1 


manejo. 


al 


SEÑOR KORZENIAK.- En esta materia, y en líneas generales, para apoyar 


este artículo --así como el anterior--, nos hemos basado en una 


necesidad notoria que había en el Uruguay de liberalizar un poco las s 
A . 1 
posibilidades del administrado frente a la Administración, sobre todo 


en un país que no dispone de mecanismos como éstos. Muchas veces, este 
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tipo de mecanismos contribuye a la defensa del administrado, como por 
ejemplo, el "ombudsman", que funciona en otro países. En ese sentido, 
nos ha parecido sa.udable liberar el accionar de esos dos o tres 
años. 

Por otro lado, lo que planteaba el señor senador Batalla es 
muy entendible, y refiere al inciso tercero. Incluso, el ejemplo que él 
citaba es correcto, porque puede ser un poco superabundante que la 
persona tenga, PP” la posibilidad de introducir un litigio contra 
la Administración cuando un funcionario medio es el que ha decidido. De 
todos modos, la acción reparatoria requiere un daño, es decir que la 
persona cuando demanda, va a tener que demostrar que le están generando 
un daño. si éste existe, “aunque la decisión provenga de un jefe, creo 
que es justo habilitarle la acción. 
SEÑOR BLANCO.- A mi entender, de lo que trata esta Sección del Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo es del daño emanado de un acto 
administrativo. No cScAmaR hablando de los daños previstos en los 
artículos 24 y 25, frente a los cuales es posible. --e, inclusive, 
absolutamente indispensable para la defensa de los administrados-- que 
se pueda realizar una acción reparatoria independiente del agotamiento 
de una vía administrativa previa a los recursos, porque en este caso no 
se trata de un acto administrativo, sino de una acción de la 
Administración que causa daño. Sin embargo, en este caso que ahora 


estamos tratando, el daño es consecuencia del acto administrativo y por 


eso es que figuran todas estas disposiciones dentro de las normas que 


refieren a los actos administrativos ilegales, como por ejemplo, el 


control de la legalidad de la Administración por parte de un Cuerpo de 
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Justicia independiente. Entonces, la acción reparatoria de la que aquí 
se habla es la que se aplicaría en aquellos casos en los que, además de 
la ilegalidad en sí misma como un hecho formal y jurídico que agrede el 
ordenamiento de las normas legales, existe un hecho material concreto 
de un administrado que se ve perjudicado por esa ¡ilegalidad. 
Precisamente a esta acción reparatoria se refiere el párrafo tercero. 

. Por lo tanto, tal como señalaron los señores senadores 
Batalla y Korzeniak, antenas que para esa acción reparatoria es 
necesario que se agote la vía administrativa o, por lo menos, que no se 
ponga en la Constitución. Si mañana advirtiéramos que esto genera --tal 
como decía el señor senador Batalla, y probablemente así suceda-- una 
enorme cantidad de litigios y pleitos a un nivel inferior de decisión 
de la Administración pública, antes de que ésta diga la última palabra, 
" podría ser del caso modificar la norma. En cambio, si establecemos una 
disposición de esta naturaleza, eso sería imposible porque “estaríamos 
¿creando una esclerosis de la solución legal que se podría resolver en 
un lapso retatiiámente breve. 
SEÑOR KORZENIAK.- Pienso que SBEES este tema puede haber cierta 
confusión. En primer lugar, está claro que aquí estamos hablando de 
acciones reparatorias derivadas de actos administrativos y no de los 
artículos 24 y 25) Probablemente se pretendió --aunque ello no $e 
logró-- que fueran por hechos de la Administración. Esto, de acuerdo son lo .que 
aproximadamente, sucedió en la Constitución de 1952. 

De kara tomas, creo que todos tenemos claro que cuando aquí 

decimos "agotar la vía administrativa", no nos asco re fEntendo 


solamente al hecho de llegar hasta los jerarcas del servicio, sino que 
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en nuestro país ello significa agotar todos los recursos que hay contra 
un acto. Entonces, si bien admito la hipótesis de que un funcionario 
medio dicte un auto y se naitbilite enseguida el juicio indemnizatorio, 
me pregunto qué sucede cuando el Directorio de un Ente Autónomo dicta 
un acto que provoca un perjuicio. Cuando aquí decimos que se puede 
iniciar la reparación sin agotar la vía administrativa, estamos 
expresando que no es necesario presentar el recurso administrativo de 
revocación. Si se tratare de un Ministro, estaríamos hablando de 
recursos administrativo de revocación y jerárquico. 

En consecuencia, considero que en este caso lo que aquí se 
está expresando es que aun cuando el daño provenga de un acto 
administrativo, si no hay p e r ju io cio, no va a haber indemnización, 
por más que el mismo sea ilegítimo. Entonces, no veo el inconveniente 
de abrir esta posibilidad. Si, por ejemplo, un jefe redacta un proyecto 
de resolución que en caso de ser aprobado me generaría un daño y 
demando en esas condiciones, no me van a hacer lugar a la demanda, 
porque aún no existe daño. El perjuicio siempre debe existir, ya sea 
que provenga de un acto administrativo o de un hecho de la 
Administración. 

| Repito que no creo que este inciso sea inútil y, ami 
entender, lo que se intenta decir es que no debemos obligar a un 
particular a que agote todos los recursos administrativos pies presa 
iniciar la acción esparaeorÍa, 
SEÑOR PRESIDENTE.- Brevemente, la Presidencia desea dar dos 
explicaciones porque fue quien redactó el artículo. 


En primer lugar, la objeción que hace el señor senador 


5 


Pe 
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Blanco, en mi concepto, puede tener fundamento. Como en nuestro sistema 
constitucional actual no era posible la interposición o ejercitación 
directa de la acción reparatoria, no está regulada en este aspecto, y 
aguí vamos a una solución que impide sacar una experiencia de la 
práctica y adoptar alguna otra solución por ley. En lo personal, no 


hago cuestión en que este tercer inciso se suprima, pero lo fundamental 


es que separemos una y otra acción y que el particular pueda optar. 


Posteriormente, la ley dirá si en este caso hay o no agotamiento previo 
de la vía administrativa. 
En segundo término, con respecto a la precisión hecha por el 


señor senador Ricaldoni, quiero decir que comparto con el señor senador 
U 


Korzeniak la idea de que es necesario establecer que la: acción procede 


aunque el acto administrativo no sea definitivo, siempre que se suprima 
por ley el requisito del agotamiento previo de la vía administrativa. 
En caso contrario, se produce una contradicción con el artículo 309, 


» e 
que establece que el Tribunal' conocerá de las demandas de nulidad de 


actos administrativos definitivos. 


ES 
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¿Qué son actos administrativos definitivos en nuestro país? Aquellos 
respecto de los cuales ha recaído un pronunciamiento de la 
Administración, luego le la interposición de los recursos 
administrativos. Por lo tanto, si no se expresara esto, habría una 
contradicción entre los artículos 319 --si la ley suprime el 
requisito-- y 309. Como ha dicho el señor senador Korzeniak, se trata 
de una referencia o expresión meramente ata de todas maneras, 
tiene que figurar porque, de lo contrario, en. el futuro se pueden 
presentar dificultades por el hecho de que este artículo no sea 
conciliable con el 309. 

SEÑOR ZUMARAN.- Me parece que este asunto ha sido bien aclarado en la 
anterior intervención del señor Presidente. Considero que -la acción de 
nulidad debe ser dejada para los actos administrativos definitivos; de 
lo AN habría que modificar también el artículo 309. De todas 
DATES: entiendo que se ha avanzado mucho al establecer la posibilidad 
de que la acción reparatoria no esté subordinada a la previa acción de 
nulidad. 


Si no entendí mal, señor Presidente, anteriormente se habló de 


abreviar los plazos después de los cuales la vía administrativa resulta 
definitiva. Creo que eso está establecido en el artículo 318, que 
determina, inciuso, el plazo para la decisión ficta. Entonces, me 
parece que tendríamos que reducir los plazos previstos en esa norma. 3 
SEÑOR PRESIDENTE.- Ese tema ya fue tratado al considerar el artículo 
30, que fue votado por 8 en 10, señor senador. Es decir que esa 
modificación se hará de oficio. 


SEÑOR ZUMARAN.- Entonces, tendremos plazos más breves. Al haberse 
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reducido los plazos para que el acto administrativo sea definitivo, con 


más razón debemos establecer el requisito de que, antes de iniciar la 
acción de nulidad, se agote la vía administrativa. Además, ma parece 
que para el administrado es fundamental la disposición anterior, que 
independiza la acción de reparación de la de nulidad. Esto abr. via 
notablemente los plazos. 
SEÑOR SANTORO.- Lo que íbamos a manifestar ya fue expresado por ei 
señor Presidente y por el señor senador Zumarán, en lo que corresponde 
al agotamiento de la vía administrativa. De todas maneras, queremos 
señalar que sí hay una cuestión que debe ser cuidada en forma muy 
especial en nuestra legislación constitucional, en lo que hace a los 
recursos administrativos, es la de no desmerecer la condición de acto 
administrativo definitivo. Es fundamental para la seguridad en lo que 
hace a todo lo que atañe a los derechos de los administrados y de la 
Administración. 

Si el concepto de acto administrativo definitivo queda sometido a 
la posibilidad de que, por ley, se suprima el requisito del agotamiento 


de la vía administrativa --entrando en contradicción con el artículo 


309 de la Constitución y quedando abierta la vía de que la legislación 
lo modifique en cada” oportunidad de acuerdo con las motivaciones 
políticas del momento--, evidentemente, vamos a entrar en un caos total 
y absoluto en materia administrativa. El acto administrativo definitivo < 
fue siempre ei elemento esencial para “tener certeza en materia de 27 
administración. Entonces, si ahora que queremos aclarar las cosas por 
medio de esta reforma constitucional, generamos situaciones como la 
propuesta, vamos a crear conflictos y tinieblas en materia de < 


administración. q 
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Se ha argumentado que es necesario agilitar la parte 
administrativa, pues se demora demasiado en lo= trámites 
correspondientes. Ese es un problema que puede ser regulado por ley, 
aunque en nuestra Administración el trámite administrativo 
prácticamente está regulado por decretos. No sabemos a qué se debe ese 
hecho, pero actualmente está vigente un decreto que lleva el número 500 
y data de poco tiempo atrás. Anteriormente, regía el decreto 640, de la 
época anterior al gobierno de facto. Es posible que la aitlimintesción 
estime que debe ser ella quien regule los trámites ante sí misma; 
reitero que no sabemos por qué la ley no ha podido determinar estos 
trámites hasta el momento. 

Quiero señalar que me resulta inconducente y conflictivo todo lo 
que implique generar situaciones de duda respecto a cuándo existe el 
acto administrativo O cuándo se habilita la posibilidad de que, 
superando esa exigencia; se puedan formular acciones a distintos 
“niveles, sin tener en cuenta el agotamiento de esa vía o ein respetar 
el acto administrativo definitivo. Entiendo que eso no le va a hacer 
bien a nuestra Administración ni a nuestra Justicia. Por eso, estimo 
que este inciso segundo debería ser eliminado a los efectos de contar 
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con situaciones ciertas en materia de administración y de los recursos 
consiguientes. : 
SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia discrepa totalmente con la última 
expresión del señor senador Santoro. 

Como jerarca de este Poder del Gobierno, tengo una experiencia 
totalmente negativa con los recursos administrativos a los que, en la 


gran mayoría de los casos, considero una enorme pérdida de tiempo y un 


trabajo inútil que realiza la Administración. Es' rarísimo que un 


jerarca reconozca haberse equivocado y que, realmente, tenga tiempo 
para efectuar un reexamen de lo actuado a nivel de los órganos que le 
están subordinados o sometidos a su jerarquía. casi invariablemente, 
tiene que pasar por lo que dicen los subordinados. 

Naturalmente, no estamos proponiendo suprimir la vía 
administrativa, sino la posibilidad de que, en el futuro, la ley 
suprima o aliviane los requisitos. Por lo tanto, nos vamos a mantener 
en la tesitura de que el inciso segundo --que es la modificación 
sustancial de este artículo-- sea votado afirmativamente. 

La Presidencia aclara que se van a votar por separado todos los 

incisos porque el señor senador Blanco objetó el inciso tercero, 
observación que estoy dispueto a acompañar. - 
SEÑOR SANTORO.- La respuesta del señor Presidente a mis elementales 
consideraciones fue muy drástica. No soy jurista; un día obtuve el 
título de abogado, pero nunca me consideré profesor, ayudante, jurista 
ni nada por el estilo. Soy un simple lenisradsr, pero creo que con mis 
elementales argumentaciones jurídicas y constitucionales estoy en lo 
cierto. No se trata de superar situaciones de hecho, que muchas veces 
se deben a las propias organizaciones funcionales, a los funcionarios: 
o a la forma en que se orienta y dirige una determinada oficina. Por 
encima de todo eso están las disposiciones constitucionales, cuya 
finalidad es, precisamente, impedir que ocurran esos hechos. De todas 
maneras, me parece que esas cosas suceden porque no existe una ley que 
regule esas Situaciones. 

Entonces, si el señor Presidente se ratifica en su posición, me' 
ratifico en la mía, manteniendo las distancias naturales que existen 


entre nuestras capacidades. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Quien habla no dijo "no apoyado", pero es lo que 
sintió ante las expresiones del señor sencdd Santoro. | 

El señor senador podrá haber recibido su título en la Facultad de 
Derecho y tener una larga experiencia profesional y legislativa. Dr esa 
forma, está totalmente habilitado y en igual plano que el señor 
Presidente para hablar de estos Min Simplemente, en la misma form: 
enfática en e se opuso al ínciso segundo, con la misma honrada 
convicciónr pero en sentido contrario, el que habla defiende el citado 
inciso. Por otra parte, aclaro que los recursos acministintivos están 
minuciosamente regulados en la Ley N* 15.869, sancionada PS la 
Legislatura pasada. El llamado decreto 500, lo único que hace es 


regular, en forma un tanto barroca, todo el trámite administrativo o, 


para decirio en términos más vulgares, el expedienteo.  - 
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SEÑOR KORZENiAK.- Con las mismas aclaraciones de reconocimiento a la 
sapiencia y experiencia del señor senador Santoro, voy a terciar a 
favor de este inciso segundo, es decir que la ley pueda -:-en 
determinadas circunstancias que ella misma determinará por mayoríu 
absoluta-- habilitar situaciones que en general existen en el Derecho 


Comparado, en las que el agotamiento de la vía administrativa generaría 


daños absolutamente irreparables. El agotamiento de la vía 


administrativa es un expediente al que se ha recurrido para 
desintoxicar a los Tribunales especializados y no para otra cosa. Se 
supone que la Administración cuando rgsolvió, dilucidó; Pero para evitar 
que se atosiguen los Tribunales se abre esa instancia. En general, en 
Derecho Comparado se admite que la urgencia de la situación perntita 
la .intervención del Tribunal Anulatorio en forma inmediata. En la 
mayoría de los paises no sólo existe esto, sino también la posibilidad --que se 
da aquí, en Uruguay-- '4> que cuando el Tribunal advierte que el daño no se 
enel reparar por la demora, aun cuando se anulara, se permita la 
suspensión del acto provisorio. Sin embargo, todos sabemos que esto 
supone dar vista a la otra parte, lo que insume un tiempo determinado. 
Me parece que este inciso es un atisbo de amparo ante el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo. 

De manera que considero que este inciso está abriendo, con buena 
lógica, la posibilidad de que la ley fije situaciones en las cuales, 
razones como esa que mencioné de que la anulación no podría reparar el 


daño provocado, habiliten 


nulidad, aun cuando no esté agotada la vía administrativa. 


a que el Tribunal admita la acción de 


Por lo -«xpuesto, soy partidario de votar a favor. de Sn inciso. 
SEÑOR PRESIDUNTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
inciso primero del artículo 319%, que repite el texto actual «de la 
Constitución. 

(Se vota:> 
10 en 10. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
SEÑOR PEREYRA.- Creo que el señor senador Korzeniak había propuesto que 
en el caso establecido en el inciso segundo, la ley se dicte por 
mayoría absoluta,en ambas Cámaras. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
inciso segundo del artículo 319 con el ágregado a que hizo mención el 
señor senador Pereyra. 
(Se vota:) 
2 en 10. Afirmativa. 
SEÑOR ZUMARAN.- Solicito que se rectifique la matón, 
SEÑOR PRESIDENTE .- Se va a Votar nuevamente el inciso segundo. 
(Se vota:) 
8 en 11. Afirmativa, 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el inciso tercero. 
(Se vota:) 
6 en 11. Afirmativa. > - 
SEÑOR RICALDONI.- Considero que establecer en el inciso cuarto el plazo 
de ¡caducidad para interponer la acción de nulidad sin una mayoría 
especial puede ser peligroso. o, por lo menos, tendría una 
trascendencia similar a aquella que. motivó la propuesta del señor 


senador Korzeniak que calificaba la mayoría para lo establecido en el 
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inciso segundo. 

Por lo tanto, preguntaría al señor senador Korzeniak si en este 
caso se podría proceder de la misma manera. 
SEÑOR KORZENIAK.- Estoy de acuerdo, señor senador. 
SEÑOR ZUMARAN.- Solicito que se rectifique Ja votación del iucisn 
tercero. 
SEÑOR PRESIDENTE,- Sin perjuicio de rectificar la votación del incis> 
tercero, la Presidencia desea señalar que se opone a esta propuesta del 
señor senador Ricaldoni porque significa modificar lo que actualmente 
establece la Constitución. Allí se expresa que la acción de nulidad 
deberá interponerse so pena de caducidad dentro de los términos que en 
cada caso determine la ley. Si no recuerdo mal, ese plazo es de 60 días 


y nunca originó ningún problema. Por lo tanto, establecer otra mayoría 
as 


especial, no parece tener sentido. 
Se va a votar nuevamente el inciso tercero. % 
(Se vota:) 
4 en 11. Negativa. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el inciso cuarto. 


(Se vota:) 


11 en 11. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
SEÑOR BLANCO.- A propósito de la discusión que reción mantuvimos sobre 
el inciso segundo del artículo 319, pienso que deberíamos considerar el 
artículo 317. Esto se debe a que en el fondo el problema que estuvimos 
debatiendo sobre los actos administrativos definitivos y los recursos radica en el 
propósito de que el trámite de los recursos no sea tan prolongado y que 


en definitiva el derecho del administrado se vea postergado al no ser 
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reivindicado eficazmente en ningún foro posible. Por otro lado, existe 
la preocupación de que no se adelante en la eliminación de este 
carácter definitivo, purque en ese caso, a cualquier nivel de la 
Administración que se tome la determinación podría existir una 
responsabilidad de parte del Estado. 

A mi juicio, la verdadera causa de este problema está en €l 
artículo 317 y es que al regular con extraordinaria rigurosidad y detallismo 
todas las etapas de los recursos administrativos, no da la 
posibilidad de decir que a nivel de Gerente, Director, Jefe de 
Departamento, etcétera, esá decisión de la Administración es la 


definitiva, y que a partir de allí se abre el camino para las acciones 


jurisdiccionales reparatorias. Aclaro que no estoy señalando nada que no haya 
repetido hasta el cansancio en oportunidad de tratar otras disposiciones. Considero 
que estando reglamentados los recursos administrativos, como lo están en el artículo 


317, es una exageración modificarlos, siendo que eso es lo que hare di- 


fícil que el acto administrativo definitivo se "resuelva efectivamente.Por el 


contrario, lo hace en forma lenta y muy lejos del momento en que fue 
dictado. Por este motivo, eme la iniciativa que estamos considerando a 
de establecer que aunque no se haya dictado el acto administrativo 
definitivo se pueda acudir a la acción de nulidad o reparatoria. 

Por estos motivos, creo que deberíamos abordar el artículo 317 
—--sobre el que, si mál no recuerdo, se debatió anteriormente e incluso 
se había avanzado en su redacción--, lo que podría subsanar esta 
controversia sí se flexibilizara su contenido. 
SEÑOR PRESIDENTE.- A título aclaratorio, la Presidencia quiere informar 


que lo relativo a los recursos administrativos venía tratado en el 
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proyecto del Grupo de los Cinco dentro de la Sección corre svondiente al 
Poder Judicial, más precisamente, en los artículos 250 a 253. Sobre 21 
sistema actual del artículo 317,estas disposiciones establecía: dos o 
tres innovaciones. En el ámbito de la Administración Central 
determinaban un único recurso que sería de carácter jerárquico si =1 
acto había sido dictado por un órgano subordinado al jerarca o de 


revocación si dicho acto había sido dictado por el propio jerarca. 
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Luego se establecía que los plazos, condiciones y efecios de la 
interposición de lus recursos administrativos, así como su tramitación, 
serían determinados por la Ley. Quiere decir que se sacaba Ge la 
Constitución el famoso plazo de diez días y algunas utres 
especificaciones que aparecían en este artículo. 

No sé si a esta altura del trabajo, la Comisión está en condiciones 
de abordar esta reforma que a mí me parecería positiva. Mi experiencia 
indica qué los dos recursos significan una reiteración de trámites, 
para terminar siempre O generalmente, en resoluciones idénticas que no 
brindan ninguna seguridad mayor al administrado ni a la Administración. 
SEÑOR ZUMARAN.- Apoyado. % 
SEÑOR BLANCO.- “Tengo la sensación de ee a esta altura de nuestro 
trabajo el análisis de estos temas jurídicos son muy complejos y, por 

“x lo tete sa hace un poco difícil. Eso lo hemos visto a propósito del 
tratamiento de aiyunos artícuios anteriores. Incluso, personalmente no 


he votado uno sobre ei cual no tengo una posición francamente 


contraria, pero lu hice porque tengo genuinas y auténticas dudas sobre 
la pertinencia de cambiar el sistema vigente por otro. Por lo tanto, 
considero que toda vez que ingresemos en la elaboración de textos 
sustitutivos de regímenes alternativos a los vigentem, vamos a 
encontrarnos --por lo menos quien habla-- con esa dificultad. “En 
cambio, si tomáramos por la línea --que he sugerido en otras 
oportunidades-- de permitir en algunos artículos que 'la Ley ordinaria 
pueda . adelante modificar disposiciones podríamos dar una 


flexibilidad mayor y la oportunidad de que el tema se pueda abordar 
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en la próxima Legislatura con otra tranquilidad, con mayor información 


y posibilidades de formular consultas --como habitualmente lo hacemos-- 
a la Suprema Corte de Justicia, a la Cátedra, etcétera. Considero que 
estamos decidiendo sobre asuntos como la inconstitucionalidad de las 
leyes y las acciones de nulidad ante el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo --es decir, relativos a la defensa jurídica y 
juridiccional de la Ley-- de manera un poco forzada y sin recibir el 
debido asesoramiento. Creo que los temas que no corresponden a la 
estructura esencial de estos sistemas. podrían dejarse para que la Ley 
los modifique más adelante. En ese sentido, considero que el artículo 
317 podría ser sujeto a ese régimen de posible modificación por La Bay 
ordinaria. Incluso, en el proyecto de ley que he presentado sugería que 
ese régimen se extendiera a los artículos 314 y 318. En este caso, 
estamos RADRARAO: asi artículo 317, en el que creo que sin violencia 
podría admitirse dicho régimen, ya que no amenaza ningún derecho 
fundamental. y 

SEÑOR PRESIDENTE.- Si la Presidencia ro interpretó mal, el señor 


senador Blanco sugiere mantener el artículo 317 con su texto actual, y 


agregarle un inciso final que pido La redacte, ya que lo ha 


hecho anteriormente para otras Secciones y disposiciones, Mientras 


tanto, continuaríamos con la consideración de las Disposiciones 
Transitorias, salvo las que ya fueron aprobados. 
Léase la Disposición Transitoria A) 
(Se lee:) 
"A) Si el plebiscito fuera proclamado afirmativo, por resolución 


firme de la Corte Electoral, la presente reforma entrará en vigor, con 


fuerza obligatoria, el 15 de febrero de 1995". 
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En consideración. 


SEÑOR RICALDONI.- En primer lugar, quisiera expresar que sería mejor 


mantener el títulc que figura en la Constitución actual, o sea, 


"Disposiciones Transit ¡as y Especiales". 
En segundo término, aunque más adelante se aclare en cada caso, 
quizás no tuera ociosvu que en este literal A) se expresara: "...la 


presente reforma entrará en vigor, salvo lo que se disponga en 
contrario, el 15 de febrero de 1995", ya que considero que la 
redacción que se le quiere dar es demasdado categórica. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si en la Disposición Transitoria B) se expresa que 
“La disposición transitoria C), así como el numeral 9o. del artículo 
77, entrarán en vigor en la fecha de dicha resolución firme de la Corte 
Electoral", considero que no pueden caber dos interpretaciones. 
Aclaro a los :señores senadores que esta disposición la copié de 
las apiuriccos, En ese sentido, paso a leer la Disposición Transitoria 
A) de la actual Constitución: "Si el plebiscito fuera proclamado 
afirmativo, por resolución firme de la Corte Electoral, la presente 
reforma entrará en vigor, con fuerza obligatoria, el 15 de febrero de 
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1967". 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la Disposición * 
Transitoria A). 
(Se vota:) 
1li en 11. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase la Disposición Transitoria B). 
(Se lee:) : - ñ , 
M3) La disposición transitoria C), así como el numeral 9. del 


artículo 77, entrarán en vigor en la fecha de dicha resolución firme de 


a 


A A A 


í3 
la Corte Electoral". 


En consideración. 


Quiero aclarar que la disposición transitoria C) refiere a las 


coaliciones. Asimismo, deseo ayregar que votamos una disposición 
transitoria 0) --que luego, quizá, ]Jleve otra letra-- que en su numeral 
3), dicer *E51 las elecciones del 27 de noviembre de 1994 se elegirán 
Juntas Locales en todas las poblaciones que cuenten al cierre del 
período de inscripción cívica, con más de cinco mil ciudadanos 
inscriptos y habilitados para votar". : 

Sin perjuicio de que el señor senador Ricaldoni va a proponer una 
modificación a esta norma, habría que hacer una poeecaycia a ella, 
porque es obvio que esta disposición va a tener que aplicas antes del 


15 de febrero de 1995, es decir, en los próximos comicios. 


SEÑOR RICALDONT.- Propongo que se postergue la cónsideración del 


literal B), ya que está el tema de las Juntas Locales y de las 
coaliciones. 

SEÑOR PRESIDENTE.- El principio es el mismo, son disposiciones que se 
van a aplicar en las próximas elecciones, o sea que tienen que estar 
exceptuadas de la norma general del literal A). 

SEÑOR KORZENIAK.- Me parece que la idea que debe reflejar el literal B) 
es ir directamente a lo que quiere decir, o sea que en las elecciones 


del último domingo de noviembre de 1994, ya deben estar en viganaila, 


Tal como está redactado, al hablar de “dicha resolución". se refiere a. 


la que alude el literal:'C), pero el literal A) también hablaba de una 
resolución firme de la Corte Electoral, y esto puede generar confusión. 
En ese sentido, creo que la disposición transitoria B) debería 


redactarse de la siguiente manera: "La disposición transitoria C), así 
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como el numeral 9o. del artículo 77, serán de aplicación en laé 


próximas elecciones de 1994," De esta manera, no habría ninguna 
dificultad. 
SEÑOR PRESIDENTE.- La disposición transitoria diría lo siguiente: "El 


numeral 9o. del artículo 77, así como las disposiciones transitorias 
C) y 0) ¿numeral 3o0., serán de aplicación en los comicios del 27 de 
noviembre de 1994". 

SEÑOR RICALDONI.- Solicito la postergación de la somsidesasion de este 
artículo porque en la discusión de Ear disposiciones que allí se 


mencionan es. posible --al menos teóricamente-- que se. termine 


proponiendo y votando que aigunas no rijan 


precisamente para 1994, sino para 1999. Hasta que no votemos dichas 


uisposiciones, no podemos estar seguros del acierto de la que estamos 


considerando. Al respecto, creo que no tendría sentido votar esta 


disposición para luego modificarla. 


= 
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SEÑOR BATALLA.- En función de lo que señaló el señor senador Ricaldoni, 
voy a solicitar la postergación de los literales B) y C) de las 
disposiciones transitorias, a los efectos de continuar con el trabajo 
para luego volver con lo relativo a las coaliciones, porque creo que 
son temas que están ligados. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a'vótar. 
(Se vota:) 
1i en 11. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Los literales D) y E) ya han sido votados. 
Léase la disposición transitoria, literal TI). 


$ (Se lee:) y 


a 


F) Mientras no se dicte la ley- 


prevista en cl inciso segundo del 
aiifento 185, los Directorios de los Ente 

Autónomos Y de los Serwiaras 
Descentralizados se integrarán en Ja a 
dispuesta pot la Ley H* 15.746, de 8 qe 
«ba id de 1O0RS, sus modificativas y 


concordantes, +v 


, 


o. 
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En consideración. 
Si no s» hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


licen ll. Af'rmativa, UNANIMIDAD. 


Como nc consta la votación de la disposición transitoria, literal 


G), la consideraremos nuevamente. 


Léase la disposición transitoria, literal G). 


as 6) ul Banco Central del Urugtiay A 
sesuicá siendo Ente Autónama y funcionará 
con sujeción a la Jey que aprucbe su Carta 
orránica. Si ésta no estuviere vigente n la 
fecha de entrada cu vigor de Ja presente 
ceforma, sepuirá ejerciendo los cometidos y 
alribuciones del antiguo Departamento de 
tiisión del Banco de Ja República Oriental s 
del Urupuay, asf como los que se le hubieren s 
asvignado por leyes vigentes.” 


En consideración. 


SEÑOR KORZENIAK.- Por más que sea una disposición, en parte transitoria E 
y en parte especial, confieso --y no por simple coquetería ygramatical-- . 
que me cuesta votar esta disposición transitoria tal como está 
; a 
as dí 
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redactada. Digo esto porque no le encuentro mayor sentido que se diga 
que seguirá siendo ente autónomo, ya que lo es y creo que no há habido 
ninguna propuesta para que deie de serlo. Entonces, si esta expresión 
no figurara continuaria siéndolo; así lo concibió la Constitución de 
1967 y en el sistema uruguayo no tendría sentido que no lo fuera. 

Luego se dice que funcionará con sujeción a la ley que apruebe su 
Carta Orgánica. Debo decir que la Carta Orgánica es la ley, es decir 
que no se trata de una ley que aprueba una Carta Orgánica. Por lo 
tanto, es evidente que funcionará con sujeción a su Ley Orgánica y a la 
Constitución de la REPÚBLICA, Esta también me parece una frase 
superabundante. Sin embargo, admito que lo que sigue a continuación 
contempla una situación de hecho muy peculiar en cuanto a que la Carta 
Orgánica del Banco Central tiene media sanción, o sea que aún no ha 
sido aprobada.. Entiendo, por tanto, que esto puede tener algún sentido 
práctico. En todo caso, supongo que esta redacción intenta mejorar la 
disposición transitoria que existe actualmente en la Constitución, que 
expresa que el Banco Central del Uruguay funciona con los cometidos que 
le da el Departamento de Emisión. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que ocurre Saa se suprime el artículo 196 en 
su texto actual, porque no tiene sentido, luego de 27 años de 


existencia del Banco Central del Uruguay, que la Constitución diga que 


habrá un Banco Central. 
La Presidencia quiere manifestar que no le violentan las 
observaciones formuladas por el señor senador Korzeniak, sino que 


considera que son atinadas y mejoran la redacción de la disposición. 


Entonces, el texto quedaría de la siguiente manera: "El Banco Central 


del Uruguay funcionará con sujeción a su Carta Orgánica"; el resto de 
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la disposición transitoria seguiría tal como está. 
SEÑOR RICALDUNI.- Propondría una redacción que evitara la redundancia 
que se señala por parte de algunos de los integrantes de esta Comisión, 
comenzando la redacció: del literal G) a partir del segundo párrafo, 
pero efectu roo  asgún retoque. Por lo tanto, esta disposición 
transitoria «.upezaría diciendo: "Si la Carta Orgánica del Banco Central 
del Uruguay no estuviere vigente y la fecha de entrada en vigor de la 
presente reforma" y continuaría con la redacción propuesta. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la disposición briueficzia látteral G) 
con el siguiente texto: "Si la Carta Orgánica del Banco Central del 
Uruguay no +ustuviere vigente a la fecha de entrada en vigor de la 
presente reforma éste seguirá ejerciendo los cometidos y atribuciones 
del antiguo Vepartamento de Emisión del Banco de la República Oriental 
del Uruguay, así como los que se le hubieren asignado por leyes 
vigentes." y 

Si no sr» hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) | o 
11 en 11. Afirmativa. UNANIMIDAD. « 

Las disposiciones transitorias, Tebras B), 1) 3), K), L) y M) 
referían a la Sección XV de la Constitución de la República y desde el 
momento en que se resolvió no modificarlas, se suprimen. Para ello, 
debemos votarlas negativamente en bloque. : 


Léanse las disposiciones transitorias, letras H), 1) 3), K), L) y 


M). 
(Se leen: ) 1 
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> Udida Enpriecra Cotte de Justicia quedará 
intestadeo ona o +ss aitbermipos acluales y con 
los que acibealmente Jatesran el Tribunal de 
la cien tenciona Administrativa y así podrá 
Pone donas hasta que se complete su 
atescacion. Sia perjuicio de ello, sus 
restantes auibombres pedrán ser designados 
dexJe la fecha de la resolución liísme de ln 
Carte Electoral que proclame afirmativo el 
resxtftado del plebiscito. Respecto de csta 
desipración, elo plazo Eijado por cl artículo 
o dO correrá a partía del 1S de lebrero de 


pan, 


YO A partir de la vigencia de ln 
presente lex, los asevatos radicados en el 
Pribunalo de Jo Contencioso. Admiuvistratlivo 
continaacárn sn ltiámite ante la Sata o Salas 
que conozcan en dicha materia. 


J) Los luncionarios del Tribunal de lo 
Contencioso Administiativo, así como Jos 
bienes muebles e ¡inmuebles de éste y los 
programas presupuestales correspondientes, 
serán afectados inicialmente al 
luncionamiento. de la Sala oO Salas del 
Contenciosa Administrative, sin perjuicio de 
ulteriores distribuciones y de la 
nnitlicación de os programas presupuestales 
que cor) espondan. 


KR) Los ¡jueces que no poscan litulo 
habilitante para ejercer la abogacta podrán 
permanecer en sus actunles cargos, durante 


lodo ej tiempe de su buen comportamiento y 


las da 
det término de sus mandatos y del régimen de 


awovididad en que fueron designados. 
Pruducióna las vacantes, .Jos cargos serán 
tlenados de conformidad.coo los preceptos de 
la presente Constitución. 


cueplir selenta nños, sin perjuicio. 
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1) Mientras no. se dicte la ley 
el inciso quinto del 


caevista en he 
ustículo 248, nu procederá la E y 
«¿imullánea de la demanda anulatorin y de la , 


i i 23 se 
demanda reparatorid. Sl ambas nen Ep ps 
hubieran planteado en el mismo y M0 
epticará lo dispuesto en el inciso terc 


ol artículo 248. : ) 


se dicte In ley 


M Mientras no : 
: primero del 


revista eu el inciso B 
e rn 254, la Suprema Corte de + 
y reunión plenaria y POr el volo q a 
mayoría absoluta de sus me ueaS 
ceglumentará pro eo rIAMEnES, A 

tuncionamiento y organización de sus 5alos, 
así como  delecrminará en qué materins 


conocerán. 


En consideración. 


SEÑOR KORZENIAK.- ¿La letra K) también se vota junto con las demás? JN ES 
SEÑOR PRESIDENTE.- Así es, señor senador, ya que se trata de una 
disposición que figuraba en un anteproyecto de la Suprema Corte de 


Justicia y si la consideráramos nos introducríamos en un tema  -- 


polémico. 
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Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
O en 11. Negativa. 
Léase la disposición transitoria, letra N) 


(Se lee:) $ 


Y N) Mientras no se dicte la ley 
prevista en el artículo 265, la provisión de 
Las vacantes que se produzcan en las Juntas 
Departamentales, así como Ja convocatoria de 
soplentes por impedimento temporal o 
licencia de los litulares, se regirán por 
las eyes que regulan ambas materias pnra la 
csimara de Representantes .h 


En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


11 en 11. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Léase la disposición transitoria, letra Ñ). 


(Se lee:) 


mm mn 


A, 
A a 
o IR A 
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* RN) Mientras no se dicte lu ley prevista 
cu el artículo 26), la Junta Departamental 
de Montes ideo tendrá treinta y un miembros, 
la de Canelones veinticinco miembros y las 
de fas restantes Departamentos  —fteniUrán 
veintión miembros, 4 


En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
11 en 11. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase la disposición transitoria, letra 0). 


(Se lee:) 


“O) Mientras no se dicten las leyes 
previstas por los artículos 262 y .287, las. 
autoridades locales se regirán por las 
sipujentes normas: 


1) ED llamarán — Juntas Locales, 
tendrán cinco miembros y se 
integrarán por representación 
proporcionai. 

2) Vabrá Juntas. Locales en todas las 
poblaciones en que ellas existan 
al cntorce de febrero de mil 
novecientos noventa y cinco, así 
como en Jas que cree fa Junta 
Departamental, a propuesta del 
Intendente. 


A. 


A RIDE 
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5) 


33 


En las elecciones del veintisiete 
de noviembre de mil novecientos 
noventa y  cualro se elegirán 
Juntas Locales en todas las 
poblaciones que cuenten, al 
cierre del perfodo de inscripción 
cívica, con más de cinco mil 
ciudadanos inscriptos y 
habilitados para votar. 

En fas restantes Juntas Locales, 
sus miembros se designarán por 
los Intendentes, con la anuencia 
de la Junta Deparlamental, y 
respelando la proporcionalidad 
existente en la representación de 
laos diversos Partidos en la Junta 
Departamental. 

Los cometidos y atribuciones de 
los Intendentes, las Juntas 
Deparlamentales y las Juntas 
Locales, serán los estáblecidos 
por la presente Constitución, la 
Ley N” 9,515, de veintiocho de 
vctubre de mi1 noveclentos 
treinta y cinco, sus 
modificotivas y concordantes .? 


34 


SEÑOR RICALDONI.- Señor Presidente: en primer lugar --salvo que me haya 


En consideración. 


pasado inadvertido aunque, de todos modos, no sería ocioso aclarar--, 
según he podido observar, no se dice nada acerca de que los 
integrantes «> las Juntas Locales desempeñarán sus cargos en forma 
honoraria. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Si me permiten, deseo aclarar al señor senador 
Ricaldoni que eso está regulado en otra disposición que habilla de las 
dietas. 

SEÑOR RICALDONI.- En ese caso, me voy a referir a otro tema vinculado 
o el ouncál 3) de esta disposición. 

Días pasados, fuera del ámbito de esta Comisión, planteé a algunos. 
señores senadores mi preocupación relativa a que se iba a producir 
fatalmente uña colición entre los gobiernos departamentales y, 
especialmente, los Intendentes, a raíz de la cantidad de Juntas 
Locales que se estaban estableciendo por medio de esta norma, en lo que 
tiene que ver exclusivamente con el año 1994. En dicha ocasión, un 
señor senador barajó la posibilidad de elevar el número de inscriptos 
a diez mil. Confieso que estaría de acuerdo con esta propuesta, pero 
con un agregado que apunta en el mismo sentido. Creo que la existencia 
de las Juntas Locales electivas, además de las locales y del Intendente 
en las capitales de cada departamento --aclaro que no me refiero 
solamente a Montevideo--, va a significar más que un esfuerzo por la 
eficiencia departamental y por la descentralización territorial, una 
balcanización de lo que es cada uno de los departamentos. , 


En consecuencia, propongo elevar el número de inscriptos a diez 
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mil y, además, establecer que las capitales de los departamentos -- 
salvo que, posteriormente, la ley así lo determine-- no tengan esas 
Juntas Locales electivas. Por otra parte, es muy difícil justificar su 
existencia. Las considero apropiadas en departamentos donde hay zonas 
rurales y urbanas pero, en una ciudad, la situación es distinta. Por 
eso creo que para solucionar el tema es necesario dejar siempre la vía 
de escape de la ley. Además, no debemos olvidarnos que a través de 
ciertos mecanismos, las Juntas Departamentales pueden decretar que en 
la capital de un departamento haya veintidos o nueve localidades. Ese 

_ho es el espíritu con el que se estaría incorporando esta disposición. 
Si así fuera, estaríamos yendo en la dirección contraria a la de atenuar al 
máximo el enfrentamiento de poderes, de lo cual hay abundantes 
ejemplos en materia municipal, en todos los departamentos del país. 
SEÑOR PRESIDENTE.- A título aclaratorio, la Presidencia desea indicar 
que lo que ha planteado el señor senador Ricaldoni “Bs un problema que 
ya fue dilucidado, en un sentido que él no comparte, en esta 
disposición transitoria. e 

Con respecto a las Juntas Locales, que el artículo 262 autoriza a 
crear en las plantas urbanas o. capitales departamentales, cabe señalar 
que ese tema no está tratado en esta disposición. Para volver sobre 
este asunto, habría que reconsiderar el artículo 262. 


Por otra parte --quizás quien habia esté equivocado, pero trata de 


reflexionar sobre este aspecto junto con el señor senador Ricaldoni y 
demás miembros de la Comisión--, el señor senador Ricaldoni se 
manifiesta preocupado en este segundo aspecto) ante la posibilidad de 
que las Juntas Locales que se instalen en las plantas urbanas :o 


capitales departamentales resulten, en definitiva, de carácter 


| 
| 
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electivo. Sin embargo, el numeral 3) establece como requisito que esas 
poblaciones cuenten con más de cinco mil ciudadanos inscriptos. 
Precisamente, is poblaciones no son otras que las propias capitales 
departamentales. Concretamente, el artículo 262 expresa que habrá una 
autoridad local c: todo población que tenga las condiciones mínimas que 
fijará la lev. [lanmbien pe ira haberla, una o más, en la planta urbana de 
las capitales departámentaJos si así lo dispone la Junta Departamental 
a iniciativa del Intendente. Va de suyo, pues, que la población de las 
circunscripciones en las cuales se instalen en el futuro, 
eventualmente, estas nuevas Juntas o autoridades locales, no son 
distintas sino que forman parte de la población de la planta urbana de la 
capital. Es decir que se trata de una misma ciudad. Por lo tanto, en mi 
concepto, el numeral 3) del literal O) no les es aplicable, porque en 
sas circunscripciones territoriales que forman parte de la ciudad 
capital de ese departamento, no hay poblaciones separadas con 
ciudadanos inscriptos en determinado número, ya que esos lugares, 
parajes o barrios de la capital de un departamento, forman parte de su 
misma población . 
SEÑOR RICALDONI.- A mi juicio, el sentido de esta norma está vinculado 
con la separación evidente que existe entre el centro donde el 
legislativo y el ejecutivo departamentales ejercen sus funciones. Aún 


aceptándose esa interpretación amplia que hace el señor Presidente --en 
decir, acerca de lo que dba entenderse por localidades--, creo que no 
tendría el mismo sentido pensar en una ciudad separada visiblemente de 
la capital del departamento, que en la propia capital depertasencals, Su 
se aprueba esta disposición, en las elecciones del presente año --y en 


el futuro-- se generaría una gran complicación. 


; 
3 
d 


Y 

SEÑOR ASTORI.- Debo indicar que no opino igual, por-+ los motivos 
expuestos por el señor Presidente y que no voy a reiterar. 

Por otra parte, debo acotar que estamos ante uno de los puntos, a 
mi juicio, más positivos que contiene este proyecto de ley, por razones 
largamente expuestas en el seno de esta Comisión. Desde el punto de 
vista nacional --no deseo que esto sea interpretado con una perspectiva 
sectorial--, este es uno de los motivos --aclaro que hablo a título 
personal-- de mayor identificación con este proyecto de reforma 
constitucional, directamente encuadrado en un objetivo ua creo 
compartimos todos los sectores, cual es la descentralización política 


del país. Pienso que podríamos cometer un error --lo digo 


respetuosamente-- si ingresáramos en un área de modificación de esta 


disposición. 


SEÑOR RICALDONI.- No estoy en contra de la disposición. Días atrás 


señalé mi preocupación por el número --que yo consideraba pequeño-- de 


habitantes «que tendría «que tener una localidad a los efectos de la 
realización de 'as esecisones de Juntas Locales en 1994, en las 
diversas pi laciones de un departamento. Alguien me preguntó si yo 


estaría de «acuerdo en elevar dicho número a 10.000 Y hoy traigo una 
respuesta afirmativa. 

Creo que los esfuerzos que todos «compartimos en torno a la 
descentralización abarcan el área política, pero también el área de los 
servicios, inclusive, en lo que tiene que ver con las competencias que 
pueden traus[erirse desde el Gobierno Central a' los departamentos o que 
con él. --o con los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados-- se 
uedan concertar. A. este respecto dde no hemos hablado, y debo decir 
que tengo un texto que en su momento presentaré, porque congideróque 
esas son las verdaderas cuestiones importantes. No obstante, cuando por 
falta de normas constitucionales y legales que lo aclaren no percibimos 
cuál es la diferencia de tareas que en la práctica diaria deben cumplir 
todos los órganos departamentales, me parece que esto va a ser una 
permanente fuente de conflictos con el Intendente y seguramente también 
con las Juntas Departamentales. Entonces, sín rechazar la norma, por lo 


menos acotémosla a aquellas localidades que tengan más de 10.000 


habitantes. Ñ 
Confieso que no he entendido por qué el señor Presidente y otros 

alce de la Comisión creen que esta. norma no es aplicabie a las 

capitales de departamento. De todos modos, doy por sentado que debe ser 


así y, como no lo he entendido, leeré atentamente las versiones 
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taquigráficas correspondientes. 
SEÑOR PEREYRA.- Me siento un poco confundido y pediré las aclaraciones 
pertinentes. 

Esta disposición transitoria, en su inicio, se refiere a los 
artículos 262 y 287 de la Constitución de la República. En su primer 
párrafo expresa: "Se ilamarán Juntas Locales, tendrán cinco miembros y 
se integrarán por representación proporcional". Obviamente, creo que 
esto se refiere a las autoridades de carácter electivo. 

SEÑOR PRESIDENTE.- No, se refiere a todas. 

SEÑOR PEREYRNA.- Entonces, estarían también comprendidas aquellas Juntas 
cuyos miembros se designen por el Intendente, con anuencia de la Junta 
Departamental. En ese caso, la Constitución actual habla de mantener la 
representación proporcional dentro de lo posible. Pero la Constitución 
tampoco dice cómo se debe considerar la representación proporcional, as 
decir, si se deben tener en cuenta 138 votos que ha obtenido cada 
Partido o cada sector dentro del departamento o en la jurisdicción 
donde se crea la Junta Local. Me parece que esto puede dar lugar a 
confusión. ¿Qué proporción debe tenerse en cuenta: la de la votación 
registrada en la circunscripción o la de la votación registrada en el 
departamento? 


SEÑOR BATALLA.- La del departamento, porque nos estamos refiriendo a 


las Juntas Departamentales. 


SEÑOR PEREYRA.- No; nos estamos refiriendo a las Juntas Locales. En el: 
párrafo 1) se expresa que se liamarán Juntas Locales, tendrán cinco 
miembros y se integrarán por representáción proporcional. Si se refiere 


a todas y no sólo a las electivas, la norma entra en colisión con lo 


que dispone después. 


ss 


A 
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SEÑOR BATALLA.- El numeral 4) lo resuelve bien. 
SEÑOR PEREYRA.- Creo que el numeral 1) se refiere a las electivas 
porque de lu contrario no tendría sentido decir "las restantes Juntas". 
SEÑOR PRESIDENTE.- El .6>ral 1) contiene una norma general en cuanto 
al nombre de estos organismos, su número y su número de miembros. Eso 
se aplica a todas las Juntas. La integración por representación 
proporcional es para las Juntas electivas. El numeral 4) resuelve el 
tema de las demás Juntas Locales. 
SEÑOR PEREYRA.- Pero el numeral 1) no dice que sea para las Juntas 
Locales electivas. 
SEÑOR SANTORO.- El señor senador Pereyra ha ubicado perfectamente la 
dificultad que genera esta norma, porque actualmente la 
»roporcionalidad que se tiene en cuenta es la que resulta de tomar como 
base el resultado electoral del departamento. Eso es lo que actualmente 
dispone la Constitución: en lo posible, el Intendente tendrá que 
respetar el resultado electoral y la proporcionalidad consiguiente. 
Esta norma ha generado una serie de inconvenientes por cuanto nunca se 
sabe “dónde están sus límites; generalmente, en la voluntad del 
Intendente, en la mayoría que encuentre en las Juntas y en las 
posibilidades que dé a los señores ediles para que procedan a votar. 
Ahora esta disposición habilita la elección de las Juntas Locales 
mediante el voto popular y, frente a la pregunta de qué 
proporcionalidad es la que debe tomarse en cuenta, si la departamental 
o la local, creo que si estamos creando el Gobierno local, que es 
distinto al municipal, se deben tomar en cuenta los votos emitidos en 
la jurisdicción local. Si se trata de la primera - sección de 


departamento, deben tomarse en cuenta los votos de esa localidad a los 


++ 
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efectos de que sean los habitantes de esa zona los in..ciptoys que 
procedan a votar. 

Reitero que el señor senador Pereyra estaba formulandc una 
interrogante que tiene su trascendencia. Personalmente, considero Jue 
se trata de los votos de la localidad. Naturalmente, eso llevará 2 1 
determinación de los elementos electorales que se puedan aplicar, 
porque hay que determinar si también a nivel local se puede lograr 
habilitar la posibilidad del voto cruzado, como lo estamos háciendo a 
nivel departomastall. En una localidad, los intereses políticos podrán 
ser distintos a los departamentales en sí mismos considerados y podrán 
crearse acuerdos electorales de carácter local. Eso es algo que también 
tenemos que tener en cuenta. Aquí no hay normas que regulen la parte 
electoral --nq sé si en otra parte de la Constitución las habrá-- y 
consideramos necesario determinar el sistema electoral en la localidad 
porque puede haber variantes en las combinaciones electorales que 
puedan hacerse a nivel departamental. Según el sistema que estamos 
creando de voto cruzado, quien es NATARES a Intendente en una 
localidad puede "no serlo en la otra. Este tipo de situaciones pueden 
generarse al determinarse la posibilidad de la elección de los 
Gobiernos locales. 

SEÑOR BLANCO.- A propósito de la consulta que formulaba el señor 
senador Santoro en su reciente intervención, debo decir que --si no 
recuerdo mal-- en torno al numeral 9) del artículo 77, que regula las 
hojas de votación, fracasó una propuesta que tuve el honor de 
respaldar, tendiente a habilitar que la elección de autoridades locales 
fuera en una hoja separada, es decir que en los lugares donde hubiera 


autoridades locales el sobre contuviera tres hojas de votación: una 
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para las autoridades nacionales, otra para las departamentules y una 
tercera para las locales, Al haber fracasado esa propuesta, la elección 


de las autoridades locales debe hacerse en la misma hoja que las 


departamentales. 
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y 
Por leo tant, esta sujete az mecanismo «del voto cruzado, pero no 
habilitado a las coaliciones « entendimientos independientes e niv:! 
local. 

Así entiendo que quedó el sistema luego de producida esa votación. 
SEÑOR PEREYRA.- Había hecho la consulta, precisamente, a los efectos de 
generar un intercambio de ideas que pudiera aclarar el sentido de la 
disposición. 

Es cuanto deseaba señalar. 

SEÑOR BATALLA.- Declaro que soy decidido partidario del mecanismo 

y 4 


previsto en el artículo 262, y que se reglamenta en la disposición 


transitoria que estamos considerando. 


Entiendo que, obviamente, no podemos realizar una clarificación 
plena de la forma en que pueden coordinarse las funciones a nivel 
departamental y también municipal. No obstante, creo que el mecanismo > 
que se establece en el artículo 262 regula perfectamente el ' > 
funcionamiento doenastárado de las autoridades “departamentales, « ES 
inclusive, a través de la propia calidad de electivas de las Juntas 


Locales. 


En un país que concentra la mitad de su población en Montevideo y 


en el que en los doce miliones de hectáreas del centro de la Repúblion, 


-» 


prácticamente no tiene población, creo que este mecanismo de 
descentralización jurídica es absolutamente imprescindible para que 
pueda tener un proceso de desarrollo equilibrado fuera de Montevideo Y, 
también, de los centros capitales del interior, puesto que el fenómeno 


de la concentración no se da sólo en Montevideo respecto al interior, 


3á 
sino también en las capitales de los restantes departasentos con 
relación a su estructura rural. 

Me parece que éste es uno de los elementos más positivos del 
proyecto o que, por lo menos, nos permite pensar en un nuevo país, con 
coordenadas distintas. Por otra parte, cuando uno recorre el Uruguay 
siente que hay zonas que exclusivamente pueden ser desarrolladas a 
través del impulso y de la participación de su propia gente. No sería 
bueno que señaláramos aquí expresamente los lugares a que nos 
referimos, porque podría parecer como que uno está ofendiendo 
determinados afectos locales. 

Reitero que, desde nuestro punto de vista, esto es enormemente 

positivo y, como es evidente, luego el legislador tendrá que regular lo 
que corresponde al ámbito municipal y lo que tiene que ver con el 
departamental. Entiendo que no podemos mantener la estructura de” 
funcionamiento de un país que pretendemos REE, 
exclusivamente SAR la base de la Ley N?% 9.515, de'1935, luego de la 
cual han pasado varias Constituciones y cuando hoy la realidad nos 
muestra un Uruguay totalmente distinto. 
SEÑOR ASTORI.- En el mismo sentido que viene fundamentando el señor 
senador Batalla, en una intervención que comparto íntegramente, quería 
recordar desde este punto de vista que nosotros habíamos partido en el 
seno de esta Comisión Especial de una propuesta que aludía a los 
centros poblados con más de 2.000 habitantes, cifra que luego elevamos 
--creo que sustancialmente-- a 5.000 inscriptos. o 

Quería recordar este antecedente porque pienso que es atil tenerlo 


en cuenta a los efectos de la discusión que venimos procesando. 
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SEÑOR BATALLA.- Pienso que la referencia a los 5.000 % 10.060 
inscriptos, en definitiva, tiene poca reiación puesto que se trata, 
sobre todo, de una valoración cuantitativa de un tema que e. lo 
personal creemos tiene una mayor profundidad, en tanto que Jo qua 
buscamos es Crear mecanismos jurídicos que permitan lá 
descentralización. Por supuesto que el tiempo dirá si desde el punto de 
vista fáctico y político, eso tiene consecuencias o no para realizar un 


cambio en el país. 

En fin, defiendo este artículo porque entiendo que es una norma 
sabia. | 
SEÑOR PEREYRA.- Respecto al fondo del asunto que está planteando el 
señor senador Batalla, deseo dejar constancia de mi acuerdo; pero me 
parecía necesario clarificar el sistema de integración y la forma en 
que juega la representación proporcional en la integración de estos 
organismos y de les restantes Juntas Locales que no tienen el carácter 
de electivas. Por lo tanto, quiero que quede en claro que mi 
observación no estaba dirigida al fondo del asunto. 
SEÑOR BATALLA.- Aclaro al señor senador Pereyra que no era mi intención 
polemizar en torno a lo que él señalaba. Es más; pienso que la consulta 
que formuló clarificó enormemente el tema. inclusive, me parara que en 
esto no hubo dos opiniones; todos los señores menadores obtuvimas 
exactamente lo mismo. Precisamente, eso ha hecho que el espíritu de 
está norma se vaya clarificando para cuando e reales su aplicación. 

Estoy dispuesto a votar la preceptividad de Juntas Locales 
Electivas para poblaciones con 5.000 ó 10.000 inscriptos; no tengo 


inconveniente alguno en ello. Pero, en definitiva, lo que quería 
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reivindicar es el espíritu de esta norma, que entiendo en rmemente 
positiva y bencficiosa, repito, para un future desarrollo equilibrado 
del país. 


SEÑOR ZUMARAN.- Además de la modificación que ha surgido luego del 
planteamiento formulado por el señor senador Pereyra, de que la 
representación proporcional sea la local, quisiera plantear una segunda 
modificación, si es que mi interpretación es la correcta. Si no lo 
fuere, estoy dispuesto a retirarla. 

Por el artículo 262, se comete a la dey la forma de elección de 
estas Juntas Locales, mientras que en el numeral 3) de las ] 
disposiciones transitorias se dice que en las elecciones del 27 de 
noviembre de 1994 serán electivas aquellas que superen los cinco mil 
ciudadanos inscriptos y habilitados para votar. Me pregunto, entonces, 
qué ocurre si nos enfrentamos, por ejemplo, a la elección de 1999 sin 
que se haya dictado la ley. Como bien me acota el señor senador 
Ricaldoni, lo que concierne a esta elección está previsto en este 
numeral 3). Creo que aquí, además de hacerse referencia a las 
elecciones del 27 de noviembre de 1994, habría que decir que mientras 
no se dicte la ley prevista en el inciso tercero del artículo 262, las 
Juntas Locales serán electivas o se elegirán en todas las poblaciones 


que cuenten, al cierre del período de la inscripción cívica, con más de 


5,000 ciudadanos. ¿Por qué? Porque si el legislador no dictó la ley 


prevista en el inciso tercero del artículo 262, puede haber un vacío : 


para la elección de 1999. 


Si mi interpretación es correcta --y naturalmente que la someto al 


juicio de los señores miembros de la Comisión, sugiero esa modificación 
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para el numeral 3) de la disposición transitoria, es deciz, no agotar 
su vigencia «a la elección de 1994, sino hablar de que la disposición 
estará vigente hasta tanto se dicte la ley prevista en el artícule. 252, 
repito, a fin de no enfrentarnos a un vacío leyal. 
SEÑOR PRESIDENTE.- La propuesta del señor senador Zumarán obligaría 
le haría conveniente --naturalmente, si la Comisión la comparte-- 
redactar el numeral 3) de la siguiente manera. Diría que se elegirán 
Juntas Locales en todas las poblaciones que cuenten, al cierre del 
período de inscripción cívica, con más de tantos ciudadanos inscriptos 
y habilitados para votar. Ya en el exordio del artículo se hace 
referencia a que ello será así mientras no se dicten las leyes 
previstas por tales artículos. Eso significa, pues, que hasta tanto no 
se dicte LENA ER: regirá el principio de que las Juntas Locales se 
elegirán en Jás poblaciones que tienen determinado número de ciudadanos 
inscriptos y habilitados para votar. * 


Al margen de ésto, quiero hacer una precisión en el sentido de que 


esta deliberación que ha habido para, supuestamente en mi concepto, 


> 
aclarar que en las Juntas Locales electivas la representación 


proporcional se referirá al electorado de la respectiva 


E 
, 


circunscripción, no tiene sentido puesto que es inconcebible que sea de 
otra manera. Desde el momento en que son electivas, es al AlRcraraito 
que vota por esos candidatos, quien elige a las autoridades, y: la 
representación proporcional no se puede referir más que al resultado de 


esa votación. Me explico. Si se vota en la ciudad de Pando y all gana 


el Partido "A" por veinte mil votos a quince mil, es obvio que ese 


partido ganó la mayoría de la Junta. Pero si refiriéramos la 


38 
representación proporcional a todo el departamento, en el que hubiera 
ganado el partido "B" por ciento veinte mil votos a ochenta mil, 
resultaría que el partido que perdió la elección en Pando tendría la 


mayoría de la Junta Local, lo cual es absolutamente inconcebible. 


A 
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SEÑOR PEREYRA.- Mi observación sería totalmente tonta si :2 refiriera 
a cuál es el luyar donde se aplica la representación proporcional. 
Simpiemente, quiero decir que, a mi juicio, debe señalarse Cue se 
refiere a las Juntas electivas. Mi duda surge porque cuando predinte al 
respecto se me contestó que se refería a tcdas. Naturalmente, donde son 


electivas no se pueden obtener otros resultados gue los de la 


circunscripción que se votó. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Ese probiema se SOS redactando el numeral 1) 
de la siguiente forma: "Se llamarán Juntas Locales, tendrán cinco 
miembros y, cuando fueren electivas se integrarán por representación 
proporcional". E 

SEÑOR ATCHUGARRY.- En el numeral 2) se establece que habrá Juntas 
Locales en todas las poblaciones en que ellas existan al 14 de febrero . 
de 1995, así como las gue cree la Junta Departamental, -a propuesta del 
Intendente.'El artículo 262, que es el que habilita a que la Junta y el 
Intendente creen IUGEÁ Locales en la capital del departamento, al s 
igual que el resto de las disposiciones, entraría a regir a partir del 

15 de febrero de 1995. Entonces, cabe preguntarse si este numeral 2) 


pretende que desde que se apruebe la Constitución al 15 de febrero 


puedan crearse dichas Juntas y, por lo tanto, se estaría adelantando 
la vigencia del artículo 262, o simplemente se trata de una mala 
inteligencia que estoy haciendo del texto. 

SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia interpreta que el numeral 2) 
determina en dónde habrán Juntas Locales Como la Junta Departamental 
conserva la potestad de crear nuevas Juntas Locales a propuesta del 


Intendente, las que ya existen se mantienen --al igual que las que se 
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creen en el futuro. De todas formas, en el período inte medio las 
Juntas ya tienen esa facultad. En ese sentido, puede suced=r que en 
agosto de este año se cree una Junta local en una pobiación equ_s. 

SEÑOR ATCHUGARRY.- Personalmente, había interpretado que las Juntas 
Locales que sen de creación legai a través del artículo 287, 1 
iniciativa del Gobierno departamental, serían elegibies, por lo que 
entiendo habría que establecer un límite, incluso, hasta por. la propia 
organización electoral. En principio, entendí que todas aquellas que 
estén creadas a la vigencia de la Constitución --y por lo tanto, por 
mandato legal-- serán sobre las que se dirima su elección en noviembre. 
De lo contrario; podría suceder que la Constitución entrara en vigencia 
en el mes de julio y que en agosto, setiembre, u octubre, las Juntas 


departamentales estuvieran facultadas a crear Juntas las cuales, 


eventualmente, serían elegibles. 


Quizás, no esté interpretando correctamente esta disposición peru 
la inteligencia de los dos textos es la siguiente: las Juntas pueden 
crearse en la: capitales de los departamentos y, en consecuencia, si 
pueden hacerlo de aquí a noviembre y por otra disposición se expresa 
que comprende a toda población mayor a 5.000 habitantes --por ejemplo, 
podría ser el barrio el Prado u otro de Paysandú-- las mismas tendrían 
que ser electivas. Evidentemente, esto traería aparejado un problema de 
organización electoral. 

Por lo tanto, me acta a sugerir que el numeral 2) 


estableciera que se trata de las Juntas creadas legalmente hasta tal 


1 


fecha y dejar la facultad que tienen las : Juntas departamentales de 


crear Juntas Locales tal como estaba previsto, es decir, a partir del 


15 de febrero de 1995. 


(1 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo con la disposición transitoria A) la 
reforma entra en vigencia el 15 de febrero de 1995 y la única excepción 
la constituirán las normas electorales que deben regir para los 
próximos comicios. Por su parte, la disposición transitoria B) refiere 
al numeral 9) del artículo 77, a la propia disposición transitoria C) 

-“-que refiere a las coaliciones-- y a la que estamos considerando en 
este momento. No obstante, la facultad de crear Juntas Locales en la 
planta urbana de las capitales figura en el artículo 262 y este no 
entrará en vigencia hasta el 15 de febrero de 1995 en caso de que el 


resultado del plebiscito fuere afirmativo. 


Por lo tanto, la posibilidad que plantea el señor legislador 
Atchugarry no puede darse porque, reitero, esta norma no va a estar 
vigente antes de las Estes Ñ 
SEÑOR ATCHUGARRY.- Lo que no entiendo es cuáles serían las Juntas que 
pueden créarse y a las que hace referencia el numeral 2) que dice' que 
habrá Juntas Locales en todas las poblaciones en que ellas existan al. 
14 de febrero de 1995, así como las que cree la Junta departamental, a 
propuesta del Intendente. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Esa situación se prevé para el futuro, señor 

legislador. 

SEÑOR ATCHUGARRY.- A mi juicio, la duda quedaría disipada si se 
expresara: "a partir de esa fecha, las que oxeen las a 
departamentales". 

SEÑOR PRESIDENTE.- El numeral 2). es una disposición de carácter general 

para el futuro y para aclarar dónde habrá Juntas y dónde no slas de 

febrero de 1995. En tal sentido, las habrá en todos los lugares en que 


ya fueron creadas por ley o por decisión de la Junta departamental . 


FE 


Recuerdo que la ley ha cieado Juntas Localos autónomas y, por ejemplo, 
en el caso de ja de Río Branco, también con carácter electivo. Por lo 
tanto, con esta herma se deja en claro que donde ya hay Junta Local 
seguirá habienl o mientras «ue donde no la hay, la Junta departamental 
podrá crear: 5 ple puesta del Intendente. Evidentemente, eso no tiene 


nada que ver con el carácter electivo de las Juntas. Este se soluciona 
como principio general en el artículo 262 y en cuanto a su aplicación, 
en las próximas elecciones, en el numeral 3). En consecuencia, las 
Juntas que se puedan crear en las capitales departamentales no podrán 
ser electivas en las próximas elecciones por la elemental razón de que 
el Gobierno departamental no podrá ejercer esa facultad dado que esa 
disposición recién comenzará a regir en 1995. 

«EÑOR BATALLA.- - Juiero Pas constancia que debo retirarme en virtud de 
'que tengo reunión del Comité Ejecutivo de mi partido. De' todas formas, 

« 

señalo que estoy de acuerdo con esta norma y ratifico mi posición en 
cuanto a que ella comprenda a poblaciones con más de 5.000 inscriptos. 
SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia consulta al señor senador sobre sus 
posición acerca de la disposición rgferente a las coaliciones. 

SEÑOR BATALLA.- Naturalmente, en ese punto me gustaría participar. Como 
no hay decisión mayoritaria en la Comisión en cuanto a no acceder a las 
modificaciones, adelanto que no tengo inconveniente en aprobarla tal 
como está, en la medida en que en su momento le dí mi apoyo. Entendía 
que teníamos un compromiso con el Partido Demócrata Cristiano en cuanto 


a reconocerle su condición de lema permanente. Creo que en este momento 


no corresponde reiterar una larga exposición que realizamos --no 


recúerdo si había versión taquigráfica-- con respecto a las 


coaliciones. Personalmente, 


doy mi apoyo a la norma tal como está 


" 
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contenida en el inciso 0 aún cuando creo que existen 
condicionamientos que inicialmente nosotros nó habíamos planteado. De 


todas formas, no cuestiono la disposición en ese aspecto. 
Asimismo, considero que habría que establecer alguna norma de carácter 


general a efectos de que se autorice la permanencia del PDC como lema 
permanente. Y si bien mi posición en cierto sentido va a ser señalada 
como de interés electoral --no tengo inconveniente en admitir que así 
es--, igualmente creo que esto tiene un contenido de justicia que podrá 
ser reconocido o no por la Comisión y, en definitiva, tiende a medir 
con la misma vara todas aquellas situaciones que son iguales. 

SEÑOR ASTORI.- Volviendo al numeral 2, que motivó la intervención del 
señor representante Atchugatry, creo que en el fondo del asunto y en lo 
sustancial sus interpretaciones y las del señor Penstiente coinciden. 
A mi entender, la diferencia está en que mientras para el “gañor 
Presidente no es necesario hacer ninguna aclaración, porque todo surge 
de la diposición que estamos tratando --aprovecho para aclarar que - 
cuando hice referencia al artículo 262, en realidad hablaba del 262 de 
este pEOYtrO. y en ello coincido totalmente cón la opinión del señor: 
Presidente--, para el señor representante Atchugarry sería preferible 
“aclararlo expresamente. En consecuencia, mi propuesta concreta es que 
en el numeral 2) se establazca: "Habrá Juntas Locales en todas las 
poblaciones en que ellas existan al catorce de febrero: de mil 
novecientos noventa y cinco, así como en las que a partir de dicha 
fecha cree la Junta Departamental, a propuesta del Intendente." Creo 
que este agregado no viola la interpretación que ha hecho el señor 
Presidente --la que, repito, comparto== y, al mismo. tiempo, da 


tranquilidad al señor representante Atchugarry. 


E 
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SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia considera acertada la modificación de 
redacción propuesta por el señor senador Astori. 
SEÑOR BLANCO. i. «que pensaba proponer va en la misma dirección que lo 
que acaba “2 20ñr ar “] señor senador Astori. Creo que es necesario 
que figure esa aclaración en el numeral 2), y la redacción sugerida por 
dicho señor senador clarifica satisfactoriamente el punto. 

Por otro lado, deseo expresar que de acuerdo con la 
disposición transitoria letra A, todas las normas excepto aquellas en 
las que se diga lo contrario, van a ser aplicables a partir del 15 de 


febrero y 12 de marzo de 1995. Asimismo, en la letra B se establece 


cuáles son las que se aplicarían a partir de las elecciones del año 


1994, y menciona dos: la letra C, que refiere a las coaliciones, y el, 


, 


artículo 77, numeral 9). 


Cabe señalar que esta disposición transitoria que ahora 
estamos considerando no está referida en el numeral' 3), aun cuando la 
redacción, que establece "En las elecciones del veintisiete de 
noviembre de mil novecientos noventa y cuatro", etcétera, daría pie 
para decir que desde el momento en que hay una norma especial que 
directamente la hace aplicable a estas elecciones, no es necesario que 
figure en la letra B. Creo que sería de buey ceden qua estuylera 
clarificado de esa forma. | o 

Finalmente, concuerdo con las soluciónes que aquí se esbozan 
en general con respecto al tema de Gobiernos Departamentales y Locales, 
así como también ¿on las soluciones transitorias que se articulan en 


estos cinco numerales. 


SEÑOR SANTORO.- Si bien mi planteo ¿no refiere precisamente a la. 
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disposición transitoria, tiene que ver con algo que hace unos instantes 
mencionó el señor senador Blanco en cuanto a las hojas de votación. 
Simplemente deseo advertir sobre la situación que se va a dar en 
departamentos que tienen muchas Juntas Locales con posibilidad de ser 
electivas, debido a la cantidad de “inscritos que existen en 


determinadas zonas, que muchas veces superan los diez mil ciudadanos. 


Seguramente no es necesario que señale que Canelones tiene alrededor de. 


"ocho o diez localidades que están en esa situación. Aunque en este 
momento dicho departamento cuenta con cuatro Juntas Locales autónomas, 
hay otras zonas, como Barros Blancos y. Capitán "Artigas, que ya 


superaron los diez mil inscritos. Por supuesto que si habláramos de un 


tope de cinco mil inscritos, serían muchas más las localidades en esa: 


situación. Asimismo, en la zona de playas no solamente hay un circuito 
con más de diez mii inscritos, sino que hay más de un circuito. 
e 
Quiere decir que el problema que se vaa plantear es que en 
una sola hoja de votación, junto con la lista de candidatos a 


Intendentes y a la Junta Departamental, tendrán que figurar los nombres 


de los candidatos a las Juntas Locales electivas. Además, debemos tener 


en cuenta que hay votos cruzados y ello va a obligar a una serie de 
mecanismos que permitan acomodar los candidatos en las distintas Juntas 


Electivas. Esto agregaría la necesidad de rever la disposición que 


establece que los candidatos a las Juntas Electivas figuren en la misma 


hoja de votación. ( 


Simplemente quería advertir que todo esto va a generar una: 


serie de dificultades, no sólo de carácter material, sino también de 


índole electoral, porque utilizando el sistema de voto cruzado, un 
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candidato a Intendente, evidentemente, podrá posibilitar acuerdos 
electorales que también van a incidir en las Juntas Locales electivas. 
Además, este si : ma de voto cruzado, que se crea con la finalidad de 
que el eloc cs tenga mayor ¡independencia con relación a la elección 
nacional, genera una situación sumamente complicada en la elección de 
las Juntas Locales lectivas. 

Repito que deseábamos hacer hicapié en esto, a los efectos de 
que se busque alguna solución para esta situación, que podría ser muy 
engorrosa. Debemos recordar que, de acuerdo con las disposiciones 
electorales, se deben presentar listas completas en las que figuren los 
nombres de todos los candidatos, titulares y suplentes. No imagino qué 
noja de votación se podría utilizar en Canelones para incluir a todas 
esas personas ni de qué forma se van a superar los inconvenientes de 
carácter interelectoral que va a generar el voto cruzado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Correspondería pasar a votar la disposición que 


estamos tratando. 
SEÑOR RAMIREZ .- pa. que sería conveniente dar lectura a estos 

- numerales, en virtud de las modificaciones que se han propuesto. 
SEÑOR PRESIDENTE.- El numeral 1) establece: "Se 1lamarán Juntas. 
Locales, tendrán cinco miembros y cuando fueren electivas, se 
“integrarán por representación proporcional." 
Sá no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

“(Se vota:) 

8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. | 
El numeral 2) dice: "Habrá Juntas Locales en todas las poblaciones 


. en que ellas existan al catorce de febrero de mil novecientos noventa 


pd 


y cinco, así como en las que a partir de dicha fecha cree la Junta 
Departamental, a propuesta del Intendente." 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Con respecto al numeral 3), se va a votar, en primer lugar, el 
texto tal como está redactado, y si no “fuera afirmativo el resultado de 
la votación, se elevará el número de ciudadanos a diez mil, tal como 
había propuesto el señor senador Ricaldoni y lo habíamos aceptado fuera 
de Comisión, varios integrantes de la misma. LA 
SEÑOR RAMIREZ .- No sé si esta observación ya se efectuó»y fue descartada 
pero, de todas formas, creo que es parte de la que inicialmente hiciera 
el señor senador Zumarán. Tratándose de una disposición transitoria que 
prevé 18 regulación mientras no se dicte la Lay: al decirse "En las 
elecciones del veintisiete de noviembre", queda la posibilidad de que 
antes de las elecciones de 1999 1 ee haya dictado aún la ley y no 
tendríamos ninguna norma que Fegulara la posibilidad de Juntas Locales 


electivas. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Hay que eliminar esa referencia, suprimiendo todo el 
primer período de la oración. Es decir que este numeral comenzaría 
donde se dice: "Se elegirán Juntas Locales", etcétera. 

Si no s- v1ce uso de la palabra, se va a votar el numeral tercero, 
con la corrección que se acaba de realizar y manteniendo el número de 
5.000 ciudadanos inscriptos. 

(Se vota:) 
1 en 8. Negativa. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el numeral tercero 
con la corrección propuesta, pero lievando a 10.000 el número de 
ciudadanos inscriptos. 

(Se vota:) 

B en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
SEÑOR ZUMARAN.- A modo de fundamento de voto, quiero señalar que era 
partidario de dejar el número de ciudadanos inscriptos en 5.000, pero 
fruto de una transacción con determinados sectores políticos, he votado 
la fórmula que refiere a 10.000 ciudadanos. 
SEÑOR BLANCO.- Mi fundamento de voto es idéntico al que acaba exponer 
el señor senador Zumarán. 
SEÑOR ASTORI.- Conocida es nuestra posición relativa al hecho de que, 
cuanto menor sea la población mínima exigida, más profundo podrá ser el 
proceso de descentralización aquí previsto. 

Quiero dejar constancia de que he votado a favor de la propuesta 
de que el mínimo sea de 5.000 ciudadanos inscriptos. Ante la derrota de 
esta postura, me sumé luego a la de un mínimo de 10.000 ciudadanos 


inscriptos porque, obviamente, prefiero esto a la nada. 


»i 
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SEÑOR PEREYRA.- Voy a fundamentar mi voto en los mismos términos que 
los señores senadores Zumarán y Blanco, compartiendo además los 
conceptos vertidos por el señor senador Astori en cuanto a la 
descentralización. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
nuneral 4) de esta disposición. 
(Se vota:) 
7 en 8. Afirmativa. 
Si no se hace uso de la palabra, corresponde votar ahora el 
numeral 5). 
(Se vota:) 
7 en 8. Afirmativa. 
SEÑOR ZUMARAN.- Me parece de mucho peso la observación formulada por el 
señor «senador Santoro en cuanto a la inclusión de estas autoridades 
electivas en una misma hoja de vetación con los cargos pala 

Pregunto --creo que en esto no hay ninguna cuestión de principios 
ni ventajas electorales para nadie-- si no se podría recoger esta 
observación y establecer en ds numeral 9) del artículo 77 que estos 
cargos para las Juntas Locales electivas se incluirán en una tercera 
hoja de votación. De lo contrario, me parece que el mecanismo va a 
resultar casi imposible de aplicar en departamentos como Canelones que 
tiene 8 6 10 Juntas Locales electivas. 

Además, debemos tener en cuenta que pueden darse acuerdos 
electorales diferentes en las distintas Juntas Locales. Entonces, ¿cómo 
se soluciona esto? ¿Cuántas hadas de votación tienen que preverse en 
estos casos? 


Entiendo que va de suyo que estos cargos tienen que ir en hoja 
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separada. No había advertido cabalmente esta observación que hoy 
formula el señor senador Santoro y que, previamente, había planteado el 
señor senador Blanco. 

Pienso que esta misma situación puede presentarse en un 
departamento como Colonia, que tiene varias localidades con más de 
10.000 habitantes. Incluso, los acuerdos a que se llegue pueden no ser 
los mismos, con lo que se daría una excesiva proliferación de listas. 

En consecuencia, creo que no se trata de un problema de teoría 
constitucional ni de posibilidades electorales, sino simplemente de un 
argumento práctico que debería ser recogido en el numeral 9) del 
artículo 77. 


SEÑOR BLANCO.- Brindo mi apoyo a lo que se acaba de manifestar, 


inicialmente, por parte del señor senador Santoro y ahora por el señor - 


senador Zumarán. Además, esa fue la posición que sostuve cuando se 
discutió este tema a propósito del numeral 9) del artículo 77. 

_Por lo tanto, si hubiera ambiente en la Comisión para reconsiderar 
este tema y permitir una tercera hoja en el sobre de votación, por 
supuesto que estaría muy contento de acompañar esa posición. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se reconsidera el numeral 9) del 
artículo 77 a los solos efectos de tratar este tema. 
(Se vota:) 
8 en 8. Afirmativa.UNANIMIDAD 

Está nuevamente en consideración el numeral 9) del artículo 77. 

La Presidencia quiere preguntar a los señores senadores que, han 
planteado esta inquietud si la dificultad reside en lo siguiente. 

Si no entendí mal a los señores senadores Santoro y Zumarán, en 


un departamento donde hay varias Juntas Locales electivas se daría la 


situación de que, al inscribirse la hoja de votación para lus cargos 
departamentales --que sería una sola, por ejemplo, la lista 109, con 
sus cargos a Intendente con sus suplentes, y a integrantes de las 
Juntas Departamentales--, habría que ¡incluir cuatro listas de 
candidatos para cada una de las Juntas Locales, por ejemplo, de Barros 
Biancos, Pando, Las Piedras y Santa Lucía. 

Por otra parte, deseo saber cómo se realizaría el escrutinio. ¿Se 
computarían los votos de cada circunscripción correspondiente a la 
Junta, por ejemplo, de Pando, no computándolos en cambio a la de Barros 
Blancos, etcétera? : 
SEÑOR SANTORO.- Creo que la propuesta de separar la hoja de votación 
refiere a la local. Así, quien vota en Pando coloca en el sobre la hoja 
nacional,” la departamental y la de la localidad. De lo contrario, el 


sistema no podría funcionar. Además, creo que esa fue la propyesta 


original. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, no existe contradicción entre lo que ha 


manifestado el señor senador Santoro y lo que estaba expresando la 


Presidencia. Simplemente, estaba razonando acerca de lo que ocurriría 


si no se separa la hoja de votación. Es decir que más allá de la 


dificultad o riesgo que pueda existir en separar la hoja departamental 
de la Ia estaremos habilitando que un ciudadano vote a un 
Intendente de un partido y a los miembros de una Junta Local de otro. 

No sé si eso será bueno o malo; pero como creo en la libertad de 
los ciudadanos para votar, no me parece que sea malo. Sin emango, la 
verdadera dificultad reside en el aspecto práctico. Si se trata de 
circunscripciones locales y no departamentales, no pueden figurar en la 


hoja de votación departamental, del mismo modo 'que los candidatos 
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departamentales no van en la hoja de votación nacional. Eso perece de 


toda evidencia. 
SEÑOR ZUMARAN.- En el último párrafo de este numeral debería decirre: 


"En hoja aparte se votarán, conjuntamente, las listas de candidatos 1 
Intendentes y J ntáas Departamentales y, en hoja aparte, las autoridades 


locales electivas." 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Considero que luego de "Juntas Departamental >s." 
debería agregarse: "Las autoridades locales electivas se votarán «n 
otra hoja aparte". 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
9 en 9. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
SEÑOR RAMIREZ.- Solicito la reconsideración de la disposición 
transitoria 0). 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar si se 
reconsidera la disposición transitoria O). 
.(Se vota:) 
9 en 9, Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración. 
SEÑOR RAMIREZ.- A mi juicio, existe cierta incrongruencia en la 


redacción de la totalidad de la disposición transitoria. = 


En las disposiciones definitivas, no transitorias, se habla de 
autoridades locales, por lo tanto se deja librado a la Ley la 
designación de las respectivas autoridades y cuál sería su 
denominación. En ese sentido, mientras no se dicte la ley, el numeral 
lo. expresa: "Se llamarán Juntas Locales, tendrán cinco miembros y se 
integrarán por representación proporcional". Considero que con la E 
modificación que se le introdujo, se llamarán Juntas Locales solamente 
cuando sean electivas. 

SEÑOR PRESIDENTE .- Deseo aclarar al señor atar Ramírez que siempre 
se llamarán Juntas Locales; siempre tendrán cinco miembros, y cuando * 


fueren electivas, se integrarán por representación proporcional. 
SEÑOR RAMIREZ.- Hecha la aclaración, no veo contradicción :n la 
redacción de la disposición, por lo que no voy a solicitar ninguna 
modificación. 

SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Blanco ha hecho llegar a la Mesa el 
agregado al texto del artículo 317 relativo a los recursos 
administrativos, que dice lo siguiente: "La Ley, por el voto de la 
mayoría absoluta de cada Cámara, podrá modificar el régimen de recursos 
administrativos establecido en este auticalet. 

SEÑOR ASTORI.- Considero que en esta redacción propuesta, luego de 
"mayoría absoluta", debería agregarse "de los componentes". 

SEÑOR KORZENIAK.- Este tema ha evolucionado a lo largo de nuestra. 
historia y el hecho de sustituir el antiguo régimen de recursos 
administrativos --que era variado-- según los organismos y tipos de” 
actos, se consideró un perfeccionamiento. En ese sentido, no existía 
ningún abogado en el Uruguay que supiera cómo se recurría un acto, por 
ejemplo, de Subsistencias, porque era distinto a los de los 
Ministerios. Por esa razón, se logró introducir un artículo en la 
Constitución --que era una norma de carácter procesal-- con. la 
finalidad de evitar que hubieran regímenes de recursos variables. De 
alguna manera estamos volviendo a esa posibilidad, aunque no digo que 
retornemos a esa anarquía. 

De todas maneras, én la medida en que la solución uniforme ya está 
en la Constitución, no nos vamos a oponer a ella. : 
SEÑOR BLANCO.- Concuerdo con lo que ha expresado el señor senador 
Korzeniak, y "creo que indudablemente fue un “progreso el haber. 


incorporado un régimen uniforme para los recursos porque, en 
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definitiva, todos los ciudadanos tenemos los mismos derechos, 
independientemente de la autoridad administrativa de la cual debamos 
hacerlos valer. Esto me parece de toda lógica, sin mencionar otro 
aspecto más anecdótico que facilitaría el estudio del Derecho 
Administrativo si tuviéramos todo normativizado de manera uniforme. 
Por lo tanto, el sentido de esta disposición que se propone no es el de 
ir a un régimen caótico --lo que sería realmente incopesulenfgesa, sino 
el de tender a otro problema que se debatió en Sala, en el sentido de 
si se podía acudir a las acciones, tanto de reparación como de nulidad, 
sin haber agotado los recursos administrativos o sin que se hubiera 
dictado el definitivo. 

Se hizo la observación en Sala de que muchas veces ocurría que si 
no se llegaba al acto administrativo definitivo o a agotar la vía 
administrativa era porque estos recursos eran demasiado dilatados y 
obligaban a que se cumpliera una serie de etapas previas. Este artículo 

o 
apunta a que, al acortar el escalonamiento de recursos, se pueda llegar 
más prontamente al agotamiento del área administrativa en beneficio del 
administrado y, por lo tanto, a  franquearle las acciones 


correspondientes ante la Justicia. 


SEÑOR KORZENIAK.- En ese sentido, no vamos a oponernos a la norma en el 


entendido de contemplar algunas situaciones específicas que. requieren 


algún tipo especial de recursos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 


agregado propuesto como inciso final al artículo 317. ' S 
(Se vota:) 
9 en 9. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Léase una propuesta formulada por el señor senador Bouza. 


A 
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(Se lee:) 

"Las listas de diputados que se presenten acumulando con otras 
con un sublema común «deben contar previamente con la autorización 
expresa del candidato a Presidente de la República que figure en la 
misma hoja e votarión." 

En consideración.” 

SEÑOR BLANCO.- Hace un momento le comentaba al señor senddor Bouza algo 
que también tuve oportunidad de compartir con algunos compañeros de 
Comisión antes del comienzo formal de la sesión.'Se trata de que esta 
norma me ofrece algunas dificultades de comprensión, y quizá sé deba a 
su redacción. 

Si en algo discrepo con ella es en que no tenga carácter general 
--al que aspiraría-- y que no sea de aplicación inmediata la 
eliminación de todas las formas cooperativas, como oportunamente 
propuse cuando se discutió el artículo 88. En ese sentido, vería con 
gran satisfacción y votaría de inmediato, sin necesidad de ninguna 


consulta, una norma que restableciera aquélla que venía en el Proyecto 


de Ley del Grupo de los Cinco. Indudablemente, esta norma va en esa 


“dirección, porque de alguna manera racionaliza el sistema actual y, en 
ese sentido, merecería mi apoyo. Sin embargo, tengo algún reparo --tal 
vez por Sl Lbuads conocimiento de la legislación electoral-- en 
cuanto a introducir un elemento que toca un sistema, dejándolo 
subsistente en lo demás. Soy muy prudente en cuanto se trata de manejar 
modificaciones al régimen electoral, que es sumamente complejo y muy 
especializado y el que, repito, no conozco profundamente. Por lo 
tanto, si se tocan algunos de esos aspectos, ello podría tener: 


consecuencias insospechadas o inesperadas, tanto para mí como para el 
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propio proponente de la norma, cuya intención no me cabe la menor duda 


cuál es y la comparto. 
Debido a que alguna «iisposición quedará para ser discutida en otra 


instancia, no sé si mn habría ambiente pará buscar una redacción 
sustitutiva o afinar la existente, a fin de alejar esta preocupación 


que en este miento ne aqueja, tal vez por mi limitado conocimiento de 


la materia electoral. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia no se opone a que haya una instancióf 


de reflexión para asegurarse que esta norma con este texto no cause, en 
la práctica, algún problema serio. Asimismo, quiere recordar que el 
tiempo de que se dispone es escaso, es decir, las instancias para 
pensar el tema no son muchas. En el día de mañana, seguiremos trabajando 


a fin de ver si podemos culminar con el estudio del asunto, aunque aún 


» 


quedan algunos problemas para resolver. 
SEÑOR SANTORO.- Queríamos referirnos a lo que acaba «le indicar el señor 
Presidente en el sentido de que esta norma merecería una consideración 


más exhaustiva. Se trata de una disposición que no es nueva en lo que 


hace a la práctica aunque sí podría serlo en lo que refiere a la 


disposición castituciaml porque no está establecido en el texto. Esto 
se ha utilizado en varias oportunidades a fin de habilitar sublemas Sn 
lo que el candidato a la Presidencia de la República o el líder del 
sector permitía. Esta disposición puede tener sus razones para ser 
aprobada pero se constituye en una norma que tasciende “el texto 
constitucional por cuanto se le da al candidato la posibilidad | de 
autorizar que se haga un subilema con otros sectores. Es decir que el 


candidato a la Presidencia de la República se convierte en quien exige 


o permite la aplicación de esta disposición. Inclusive puede hacer que 
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la misma no se cumpla, porque si dicho candidato considera que en un 
determinado departamento es conveniente hacer un sublema con otros 
sectores del mismo pa zido en los que no figura como candidato a 
Presidente, lo va a habilitar. Lo que nos preguntamos es si un texto de 
esta naturaleza tiene que estar establecido en la Constitución de la 
República. Decimos esto porque esta norma queda a voluntad del 
candidato. Es más, esta disposición se ha aplicado un elunímexo de 
veces y hace unos instantes recordaba cuando el doctor Herrera dijo que 
su foto y su nombre solamente podrían ser autorizados por el Directorio 
del Partido Nacional. En la elección de 1971 también lo hizo Wilson 
Ferreira Aldunate y ahora los compañeros de Comisión están escuchando 
a un violador de esa disposición. Asimismo, el doctor Lacalle Herrera 
“lo hizo en esta oportunidad. Por eso, decimos que no nos expedimos sobre 
las razones o beneficios que la norma tiene o puede tener, sino 
simplemente nos preguntamos si esta disposición puede ser incluida en 
la Constitución de la República, siendo que queda a voluntad del 
candidato a la Presidencia, disponer que se cumpla. a 
SEÑOR BOUZA.- Adelanto que no tengo ningún inconveniente con respecto 
a los planteamientos que se han hecho a fin de considerar este punto en 


el día de mañana. 


Con respecto a la última observación del señor senador Santoro, 


debo decir que a la propuesta que realicé le falta que se haga 
referencia a que esto es sólo para la elección de 1994. Es decir que se a 
trataría de una disposición transitoria. Esto es así porque entiendo 
que la circunstancia que aquí se quiere evitar ya no se podrá producir 
con la candidatura única por lema. Aquí lo que se quiere perseguir es 


que pueda haber acumulación por sublemas aunque las candidaturas * 
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presidenciales sean distintas. 
SEÑOR ASTORI.- ¡Apoyado! 
SEÑOR BOUZA.- Por lo tanto, se trataría de una solución que en forma 
transitoria se orientaría hacia algo similar, aunque con menos rigidez 
que lo que planteaba el señor senador Santoro con los sublemas 
homogéneos. De esta forma, el candidato a Presidente puede admitir que. 
exista acumulación con una lista que vote a otro candidato. 
SEÑOR SANTORO.- Creo que el sublema homogéneo es claro. Ahora está la 
posibilidad de que el candidato a la Presidencia. resuelva en un sentido 
u otro. 
SEÑOR KORZENIAK.- Antes que nada debo señalar que no tengo - 
inconveniente en que este tema pase para la próxima sesión. 

Quisiera hacer dos precisiones. En primer lugar, esto, está 
regulando algo que en nuestro país se conocía como el sistema legal de ' 


>, 


propiedad de lemas y sublemas o de autorización de uso de los sublemas. 
En segundo término, por lo que veo, la intención aBnER sustituir una 
norma que, lamentablemente, no sigue estando en el proyecto, es decir, 
la prohibición del triple voto simultáneo. Esto significa la 
prohibición de que dentro de un sublema existieran muchas listas para 
hacer cooperativas lo que, como decía el señor senador Blanco, 
votaríamos de ¡inmediato si se propusiera. Sin perjuicio de las 
reflexiones que se hagan en el día de mañana, quisiera dejar esbozada 
una idea. Si se persigue una solución intermedia entre la prohibición 
del triple voto simultáneo y la autorización de las cooperativas re 
homogéneas, pienso que de repente podría ser mejor establecer «que 


dentro de los sublemas no puede haber más de dos o tres listas porque 


hablamos de cooperativas cuando se juntan hasta 15 listas. 
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SEÑOR ZUMARAN.- Soy partidario del texto que venía en el Proyecto de 
los Cinco que prohibía la acumulación por sublemas. Me parece que esto 
es muy importante y ciarificaría muchísimo el sistema político. Pero 
frente a lo que modestamente entiendo que es un retroceso --al Haber 
eliminado esa norma y mantener el sistema actual, cosa que veo muy 
negativa--, me avengo a cualquier fórmula intermedia sobre todo si 
están más cerca de prohibir los sublemas. 

Entonces, prefiero consagrar en la Constitución un tipo de 
sublemas homogéneos, antes de aceptar lo que ha propuesto el señor 


senador Bouza que tendría que ser homgeeo, digo, salawette en . la elección 


de 1994 en relación al candidato a la Presidencia. Esto podría ser en 
relación a las listas nacionales al' Senado, que es donde se, van a 


individualizar los sectores, a fin de que no haya listas de distintos 


sectores que acumulen entre sí en perjuicio de otras de su mismo 


sector. Me parece que esto le daría transparencia porque, por ejemplo, 


el elector se identifica con el Batllismo Radical y quiere votar a un 
diputado de ese sector, pero no sabe que se hizo una cooperativa por lo 


cual su voto irá a otro 9rupo del Partido Colorado. 
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Ahora está la exigencia de que eso se autoriza para el candidato a la 
Presidencia, pero después, cuando haya un único candidato, ¿qué va a 
ocurrir? Personaimente, soy partidario de que ello se haga 


estableciendo el sublema homogéneo o, de lo contrario, exigiendo la 


autorización del sublema. 

En consecuencia, estoy de acuerdo con dejar este tema para el día 
de mañana. : 

Para añlarar mi posición, quiero decir que apoyé la moción del 
señor senador Bouza porque es mejor que lo que ha quedado. Sin embargo, 
si hubiera ánimo en la.Comisión en el sepiddta de aprobar fórmulas más 
rígidas y firmes como, por ejemplo, establecer la obligateriedad del 
sublema homogéneo y a partir de él prohibir la acumulación por 
sublemas, estaría dispuesto a acompañarla preferentemente. Ss 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se sobreentiende que la “iniciativa relativa a. esta 
disposición transitoria queda postergada para el día de mañana junto 
con la de las coaliciones. | 

Se“levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 18 y 36 minutos). 


